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A modo de introducción 



I.  PREGUNTAS SIN RESPUESTAS EN EL PROCESO DE EJECUCIÓN

Comenzaré este trabajo con una anécdota. Cuando se planteó en mi juzgado la tercera impugnación de tasación de costas por indebidas en un proceso de ejecución, se dio traslado a las partes para que se pronunciaran sobre la necesidad de vista y ambas solicitaron que el juzgado resolviera sin necesidad de nuevos señalamientos. Hay que pensar que a esas alturas del proceso nadie -y menos, el juzgado- tenía el más mínimo interés en una aplicación literal del art. 246.4 LEC. Pérdida de tiempo y de dinero (público y privado), que son al fin y al cabo principios del proceso tan respetables como, por ejemplo, la oralidad y la escritura.

Alguna resolución de la Audiencia Provincial -recuerdo solo una, pero no niego que puedan existir otras- reprochó ese comportamiento, indicando que la ley obligaba al señalamiento y que a ello había que atenerse. El 23 de septiembre de 2004 la Audiencia Provincial de Madrid, en junta de unificación de criterios, acordó (núm. 16.º) que en estas impugnaciones, podía prescindirse de la vista si sólo se proponía prueba documental y la parte impugnada podía formular alegaciones por escrito.

El nuevo art. 246.4 LEC suprime la vista, pero no el interrogante: ¿actuó correctamente el juzgado «saltándose» ese trámite?

Vamos a intentar contestar esta pregunta porque el objeto de este trabajo es precisamente ese, facilitar una segunda respuesta a las dudas que nos provoca la práctica diaria en el proceso de ejecución. Este discurso que puede horrorizar a más de un lector tiene una fácil explicación: nos falta un hilo conductor entre la norma y el proceso y hay en consecuencia, mandatos que por diferentes razones son inaplicables sin una previa exegesis nada ortodoxa.

Salvando todas las distancias -ya que se dedica al proceso penal y no al civil- el profesor Asencio Mellado afirma que los Tribunales, ante la pasividad del legislador, han procedido a constituir un derecho paralelo y, en tanto resuelven asuntos concretos y sustituyen al poder legislativo, asumen un papel que va más allá de la resolución de los conflictos, para pasar a cumplir funciones de otros poderes. Por ello se ven obligados a adaptar la ley o su doctrina a las exigencias del momento a los requerimientos sociales  (1) .

Repito, salvando todas las distancias y las reformas procesales (pendiente en el penal), eso es lo que ocurre en el proceso civil desde que el Tribunal Supremo en sesión plenaria, de carácter consultivo, de 12 de diciembre de 2000, elaboró unos criterios interpretativos sobre recurribilidad, admisión y régimen transitorio, en relación con los recursos de casación y extraordinarios por infracción procesal, que fueron publicados, ampliamente difundidos y, valga decirlo, muy criticados.

El caso es que llegados a este punto, la perspectiva con la que se abordan las reformas del proceso sigue siendo la misma que hace dos siglos. Y mientras la sociedad espera unos resultados inmediatos, porque se rige por esa inmediatez, el legislador exige del intérprete estudio y análisis hasta la sentencia, para luego caer en la tradición y sujetarse al principio dispositivo en el proceso de ejecución, con lo que no sólo no avanzamos nada, sino que los mayores obstáculos aparecen al final de la carrera. De hecho, las dos únicas novedades dignas de mención en el proceso de ejecución, introducidas por el legislador del año 2000, fueron la ejecución provisional y el régimen de oposición; a partir de ahí nos encontramos con retoques (el embargo del sueldo), con verdaderos dislates (la acumulación de ejecuciones) o con innovaciones que no han podido salir del papel (el convenio de realización).

No discuto la importancia doctrinal que pueda tener la ejecución provisional, aunque la pierda cuando la segunda instancia resuelve con prontitud los recursos de apelación y el porcentaje de los despachos sea mínimo con relación a los demás; ni tampoco entro a valorar el régimen de oposición, ni sus múltiples resoluciones (vide, a modo de ejemplo, el primer párrafo del art. 560 LEC), me limito a señalar que cuando la sentencia despeja el camino o, el acreedor solicita la tutela de su crédito en una ejecución de título no judicial, no encontramos al legislador riguroso y metódico del proceso declarativo y nos toca retocar donde ya se había retocado; pueden imaginar el resultado del juego de palabras.

Como habrá observado el lector este proemio está repleto de afirmaciones que no pueden respaldarse con ningún dato y que, por la misma razón, pueden contradecirse con idéntica eficacia. Y aquí aparece otro de los problemas que afronta nuestro proceso -cualquiera que sea el orden jurisdiccional-, porque no se realiza ningún estudio «a posteriori» de la bondad de cualquier reforma y del impacto que ha tenido su introducción.

Acudo al único que conozco, un informe del año 2004 del Observatorio Justicia y Empresa  (2) , en el que refiriéndose a la ejecución, se concluye que la ley abre un amplio panorama de cuestiones interpretativas, incluso acerca de una «ejecución impropia» de sentencias declarativas o constitutivas. En segundo lugar, que la ejecución «genera mucho papel», especialmente diligencias de averiguación, y paradójicamente se hace más lenta cuando no hay oposición. Y, en tercer lugar, llama la atención sobre la crítica de los jueces a la falta de colaboración de los letrados y a la de los letrados que censuran la lentitud de las ejecuciones -que en muchos casos duran tanto como el procedimiento principal- y, los problemas que plantean la localización y los embargos de bienes.

En suma, tenemos una ley reformada que no sirve a todos sus objetivos, la necesidad de adaptarla a los de la ejecución y múltiples y variados elementos con los que no suele contar el legislador pero que condicionan sobremanera la actividad diaria de los juzgados.

Termino esta primera parte de la introducción con otro ejemplo. La Ley de Enjuiciamiento Civil separó, o así lo pretendía, los procesos declarativos y los de ejecución, pero no decía como, limitándose a exigir una demanda para iniciarlos. Podrá discutirse el alcance de la norma y hasta qué detalle puede llegar el ordenamiento, pero lo bien cierto es que la sencillez de la separación no dejaba de ser aparente. Si leemos la Instrucción núm. 3/2001, de 20 de junio de 2001, del CGPJ, «sobre la anotación de los procesos civiles de ejecución en los libros de los Juzgados y Tribunales», que fue la que acudió en auxilio de los juzgados, nos daremos cuenta que los límites que defiende la doctrina son inexistentes en la oficina judicial y es imposible, en muchas ocasiones, distinguir lo sustantivo, lo procesal y lo gubernativo, porque esos tres ámbitos son en realidad uno. Por eso la citada Instrucción del Consejo advierte, que en el proceso de aplicación práctica de la nueva ley ciertas cuestiones requieren una ordenación precisa y uniforme, que eviten confusiones y permitan llevar a la práctica posteriormente funciones tales como las de normalización y compatibilidad informática, la obtención y centralización de datos para las estadísticas judiciales, la realización de actuaciones inspectoras y otras análogas. Eso también es proceso.

II.  NUEVAS FORMAS DE EJECUTAR: ANÁLISIS Y FINALIDAD DE ESTA GUÍA

Con la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 2000 -y el retoque del año 2009 muy parcial en no pocos extremos- el conflicto entre doctrina y práctica se hizo evidente y ahí sigue. Vuelvo a las dos novedades ya citadas, de tanta relevancia doctrinal y escasamente numerosas en la práctica: la ejecución provisional y la oposición a la ejecución.

Sobre la primera dice la exposición de motivos de la ley que se trata de una de las principales innovaciones del texto legal y representa una decidida opción por la confianza en la Administración de Justicia y por la importancia de su impartición en primera instancia y, de manera consecuente, considera provisionalmente ejecutables, las sentencias de condena dictadas en ese grado jurisdiccional. La misma fuente destaca la existencia de un incidente de oposición a la ejecución común a todas las ejecuciones, que se sustancia dentro del mismo proceso de ejecución y sólo puede fundamentarse en motivos tasados. Y reconoce como absoluta novedad, en esta materia, el establecimiento de un régimen de posible oposición a la ejecución de sentencias y títulos judiciales.

Los datos indican otra cosa muy distinta: escasez de ejecuciones provisionales -ninguna cuando la sentencia es de desahucio- y de oposiciones a la ejecución limitadas casi exclusivamente a los títulos del art. 517.2.8.º LEC (autos de cuantía máxima).

No critico, desde luego, el detallado estudio que aparece en la ley sobre estas dos instituciones, solo digo que ya en el año 2000 la necesidad era otra y por supuesto, en los últimos años.

La aparición del Punto Neutro Judicial del Consejo General del Poder Judicial y la implantación de LEXNET afectan y mucho a la vía de apremio. Hoy puede investigarse el patrimonio del ejecutado desde la sede de los órganos ejecutores, haciendo inútil, en esa primera fase del proceso de ejecución, los requerimientos para la designación de bienes o las imposiciones de multas. Del mismo modo, las partes reciben las notificaciones de las resoluciones en tiempo real y solo un inexplicable arrastre histórico permite la vigencia de la redacción del art. 135 LEC. No quedan ahí las novedades, la publicidad y la realización de las subastas en Internet, el desinterés en la constitución de los servicios de depósito absolutamente esenciales en el embargo de bienes muebles o el sorprendente rechazo de los Registros de la Propiedad a los convenios de realización, no merecen ninguna respuesta del legislador, como tampoco parece interesante que siga sin arbitrarse algún mecanismo que permita la ejecución en el caso de Sociedades de responsabilidad limitada o de trabajadores autónomos; evidentemente siempre puede acudirse a la multa o a la desobediencia pero con tales recursos no ejecutamos el título.

Bajo esta perspectiva dejo de lado todos aquellos extremos del proceso de ejecución puramente históricos, doctrinales o, de escaso interés práctico por su número y nos centraremos en la vía de apremio. Las razones las he ido exponiendo a lo largo de esta introducción y esas omisiones las solvento remitiéndome, en general, a los manuales dedicados al proceso de ejecución civil. Cito, entre otros, los de De la Oliva Santos (2005), Montero Aroca y <N>Flors Maties (2001 y 2004), Cordón Moreno (2002) y Moreno Catena (2004) y varias monografías que, con mayor o menor acierto analizan diferentes particulares ajenos a lo que he señalado como objeto de nuestro estudio.

Por lo demás, la exigencia de entrar en el detalle, no sólo multiplica las posibilidades de cometer errores, sino que justifica que las fuentes consultadas sean muy variadas. He acudido fundamentalmente a trabajos publicados en el Diario LA LEY, en otras revistas y a publicaciones del Ministerio de Justicia y del Consejo General del Poder Judicial, sirviéndome como guía del trabajo del profesor Ramos Méndez (2008) que llama la atención por el simple hecho de su proximidad a la realidad y cuya lectura aconsejo, si se me permite el atrevimiento. Al final de cada capítulo encontrarán las referencias bibliográficas y a pie de página las de las sentencias y las de los autos que se han analizado.






	 (1) 

	Asencio Mellado, José María. «Poder Judicial y legislación procesal penal», Práctica de Tribunales, núm. 63, septiembre 2009, páginas 3 a 7. Editorial LA LEY.
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	 (2) 

	Coordinadores Jiménez Savurido, Cristina y Pastor Prieto, Santos. Informe sobre la justicia civil, junio 2004, Observatorio de Justicia y Empresa. El Informe se basa en trabajos de investigadores del Observatorio Justicia y Empresa y en otros análisis, y para su elaboración se ha contado con la opinión de algunos actores u operadores del sistema judicial, y en particular, de asesores jurídicos de empresas.
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La ejecución dineraria 



I.  CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LA EJECUCIÓN DINERARIA

1.  CONCEPTO

La ejecución dineraria es la actividad jurisdiccional que tiene como finalidad la de obtener del patrimonio del deudor una determinada cantidad de dinero para entregarla al acreedor. En la práctica suele ser la más común ya provenga de una obligación contenida en el título ejecutivo -que será lo frecuente- o, traiga causa de la imposibilidad de la ejecución de títulos que contengan una obligación a dar, hacer o no hacer (ejecuciones no dinerarias). Dispone la Ley de Enjuiciamiento Civil que la ejecución forzosa será dineraria cuando se proceda en virtud de un título del que, directa o indirectamente, resulte el deber de entregar una cantidad de dinero líquida.

La actividad ejecutiva se desarrolla en diferentes actos que resumidamente serían los siguientes: a) demanda ejecutiva, b) liquidación o integración del título ejecutivo, c) embargo de bienes, d) realización de los bienes embargados y e) pago al ejecutante. La ejecución civil -como la laboral a la que Ríos Salmerón se refiere- persigue principalmente satisfacer el interés del acreedor: cobro de una deuda a través de apremios que recaen sobre el patrimonio del deudor. Y ello responde a un propósito: a) o bien a conseguir la satisfacción del crédito del ejecutante; b) o bien a doblegar la voluntad rebelde del deudor, a través de multas coercitivas. En ambos casos la coacción ejecutiva no se ejerce sobre la persona del deudor, sino sobre sus bienes, aunque, en ocasiones, deba recurrirse al empleo de fuerza física (v. gr. desalojo de una vivienda)  (1) .

En el concepto la doctrina suele coincidir y no parece necesario seguir insistiendo en el asunto. A modo de ejemplo, dice Montero Aroca (2)  que el objeto de la pretensión ejecutiva es la realización de la prestación que el título ejecutivo impone al deudor. Si éste no cumple voluntariamente, la prestación se lleva a cabo sustituyendo la actividad del ejecutado por la actividad del Tribunal. Esto es, si el deudor quisiera cumplir la prestación del título voluntariamente, tendría que sacar de su patrimonio una cantidad de dinero para entregarla al acreedor; si no contara con la liquidez requerida se vería en la necesidad de vender alguno o algunos de sus bienes, eligiendo aquéllos que estimara más adecuados, más fácilmente realizables. Si el deudor no cumple voluntariamente esas actividades, las realizará el Tribunal.

Definido el objeto del proceso tampoco puede sorprender la reiterada doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho del ejecutante a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes. Postura que se recoge, entre otras muchas, en la Sentencia 223/2004, de 29 de noviembre de 2004, afirmándose que ese derecho en cuanto parte del contenido del derecho a la tutela judicial efectiva, constituye la garantía de que el fallo se cumplirá, impidiendo que las Sentencias y los derechos en ellas reconocidos se conviertan en meras declaraciones de intenciones sin alcance práctico ni efectividad alguna.

Esa línea interpretativa se completa con una segunda doctrina, que atribuye a los órganos judiciales la interpretación de los términos del fallo y la del alcance que quepa atribuir a la cosa juzgada, así como la decisión de si aquél ha sido ejecutado o no correctamente y la adopción de las medidas oportunas para asegurar, en su caso, su ejecución, apreciaciones todas ellas que únicamente resultan revisables en sede constitucional cuando han incurrido en incongruencia, arbitrariedad, carecen de razonabilidad o evidencian la dejación por parte del órgano judicial de su obligación de hacer ejecutar lo juzgado (STC 96/2005 de 18 de abril de 2005 (3) ).

2.  LA INTEGRACIÓN DEL TÍTULO EJECUTIVO

En el Capítulo I («Disposiciones generales de la ejecución dineraria») del Título IV del Libro III se recogen los supuestos en que procede el despacho de la ejecución dineraria y dice la ley que se considera líquida toda cantidad de dinero determinada, que se exprese en el título con letras, cifras o guarismos comprensibles. En caso de disconformidad entre distintas expresiones de cantidad, prevalecerá la que conste en letras (art. 572 LEC).

El problema surge cuando el título ejecutivo no contiene cantidad líquida y se hace necesario proceder a su liquidación o, cuando conteniendo cantidad líquida el título no basta por si sólo para que se despache la ejecución. En el primer caso se trata de conocer y determinar el importe de la cantidad líquida (v. gr. la liquidación de los daños y perjuicios); en el segundo se persigue que la liquidez de la deuda se ponga de manifiesto en el proceso. Esto es, si cantidad líquida es aquella cuyo importe está perfectamente determinado o puede serlo mediante la realización de simples operaciones matemáticas, cuando el título ejecutivo es insuficiente para conocer el importe o las bases para realizar la operación, tendrá que completarse con otros documentos que traigan a la fase inicial del proceso de ejecución los datos precisos para el cálculo.

1.1.  Supuestos en que procede (art. 576 LEC)

Los supuestos en los que trata de conocerse y determinarse el importe de la cantidad líquida son los siguientes:


	
1) Las sentencias que, estableciendo las bases para ello, se dicten sin determinar la cantidad líquida, cuando hubiere condena de frutos, rentas, utilidades o productos (art. 718 LEC). 

	
2) Los laudos arbitrales que contengan una condena a cantidad sin liquidar. 

	
3) Los supuestos de transformación de condena a hacer, no hacer o entregar cosa determinada en obligación de abono de daños y perjuicios por su incumplimiento. 

	
4) Los supuestos de condena a entregar el saldo de las cuentas de una administración, previa rendición de las mismas (art. 720 LEC). 

	
5) Los supuestos en que hubiere que fijar una cantidad debida en conceptos de daños y perjuicios. 



La ley trata de evitar que la integración se lleve a cabo en el trámite de ejecución y, será en el proceso de declaración donde habrán de realizarse las operaciones necesarias para cuantificar lo que exactamente se deba. Ello no significa que la ley ponga trabas al despacho de ejecución, pues la falta de liquidez de la deuda no puede alegarse como motivo de oposición a la ejecución  (4)  y, se eliminó incluso la necesidad de despacharse ejecución por cantidad líquida, siendo suficiente con que sea «determinada» (arts. 520 y 572 LEC).

Junto a ese primer supuesto, deberá liquidarse la deuda en los siguientes: a) por el importe del saldo de operaciones derivadas de contratos o pólizas intervenidas, b) por intereses y c) por una cantidad de dinero en moneda extranjera.


	
a) En el caso del importe del saldo resultante de operaciones derivadas de contratos formalizados en escritura pública o en póliza intervenida por corredor de comercio colegiado, podrá despacharse ejecución siempre que se haya pactado en el título, que la cantidad exigible en caso de ejecución será la resultante de la liquidación efectuada por el acreedor en la forma convenida por las partes en el propio título ejecutivo. A la demanda ejecutiva deberá acompañarse, además del título ejecutivo y de los documentos del art. 550 LEC, los siguientes: 


	
1. El documento o documentos en que se exprese el saldo resultante de la liquidación efectuada por el acreedor, así como el extracto de las partidas de cargo y abono y las correspondientes a la aplicación de intereses que determinan el saldo concreto por el que se pide el despacho de la ejecución. 

	
2. El documento fehaciente que acredite haberse practicado la liquidación en la forma pactada por las partes en el título ejecutivo. 

	
3. El documento que acredite haberse notificado al deudor y al fiador, si lo hubiere, la cantidad exigible. 

	
4. Si lo estima conveniente podrá acompañar a la demanda los justificantes de las diversas partidas de cargo y abono. Entiende la doctrina que según el art. 520 LEC, cualquier cantidad determinada se considerará líquida siempre que se exprese de forma comprensible e incluso, en el caso de operaciones derivadas de contratos formalizados en escritura pública o pólizas intervenidas por corredor de comercio, podrá despacharse ejecución tomándose como cantidad exigible, el saldo resultante de la liquidación presentada por el propio acreedor si así se hubiere pactado  (5) . 

Y una última salvedad sobre la aportación documental. La jurisprudencia distingue entre los documentos que deben acompañarse a la demanda fundada en una póliza de crédito de otra de préstamo, y en este último caso no se requiere la aportación con la demanda de documento fehaciente alguno, por tratarse de deudas líquidas desde un principio. Otra cosa es que pueda ser aconsejable o conveniente su aportación o que se haya pactado por las partes la necesidad de la liquidación a los efectos de integración del título  (6) . 







	
b) La ley distingue cuatro clases de intereses: 
	
1. Intereses vencidos. El Tribunal despachará ejecución por el principal e intereses ordinarios y moratorios vencidos y el ejecutante deberá hacer mención a los mismos en la demanda ejecutiva, expresando, en su caso, la operación matemática realizada. 

	
2. Intereses que vayan venciendo. El ejecutante fijará en la demanda ejecutiva una cantidad provisional por éste concepto y por el de las costas de ejecución, que no podrá superar el 30 por 100 del principal reclamado en la demanda. 

	
3. Intereses por mora procesal. El art. 576 LEC sustituyó al art. 921 LEC 1881 y trata el llamado interés judicial, que se aplicará de oficio en favor del acreedor, en un devengo anual igual al del interés del dinero incrementado en dos puntos o el que corresponda por pacto de las partes o por disposición especial de la ley. El cómputo se iniciará desde que se dicta sentencia en primera instancia y, en caso de revocación parcial el Tribunal resolverá conforme su prudente arbitrio. La sustitución no implicó ninguna mejora y estamos ante una de las omisiones más relevantes de la ley, llevándonos en unos casos a la incorrecta aplicación de los arts. 714 y 715 LEC (7)  y, en otros, al trámite que entiende más adecuado cada órgano judicial. Sorprende que pese a la reiterada crítica no se haya dado todavía una respuesta adecuada a la omisión y que sigamos ignorando cómo se liquidan los intereses en el proceso de ejecución. De hecho, el art. 576 LEC empeoró la redacción del derogado art. 921 LEC 1881, haciendo desaparecer el día final del cómputo y cualquier referencia para el caso de recurso. 

No acaban ahí los interrogantes. La costumbre, por la que se cumplen voluntariamente las sentencias en el proceso declarativo (especialmente por las aseguradoras), mediante ingresos en las cuentas de consignaciones de los juzgados, nos llevan a preguntarnos cómo y a quién compete la práctica de la liquidación de los intereses devengados. Ese curioso funcionamiento del Juzgado como caja pagadora, que no aparece en ningún artículo de la ley, tiene variedades y, unas veces se consigna por mor de lo establecido en el art. 449 LEC, en otras solo el principal y en otras el principal y los intereses. La falta de devolución de esas consignaciones, que sería lo procedente, impide cualquier otra disquisición sobre la liquidación y, según la modalidad del ingreso, suele responder el Juzgado. Así, como ya he dicho, acudimos al socorrido incidente de liquidación de daños y perjuicios (arts. 712 y ss. LEC), pero también se requiere a las partes para que liquiden el importe o, consignen la que reclama la contraria y, no faltan casos en que las dos partes presentan liquidaciones diferentes y obligan a incoar un incidente para solventar la controversia. 

Una adecuada práctica a las normas del proceso obligaría a liquidar los intereses en el de ejecución y como resultado del pago del principal, pero dado que eso no se produce, entiendo válida cualquier resolución de las apuntadas. La reiterada omisión legislativa -nos remontamos al año 1881- permite la intervención de oficio del Secretario Judicial, que podrá liquidar los intereses en una diligencia de ordenación. 

El empleo de la diligencia tiene sus inconvenientes, porque el pronunciamiento sobre los intereses en sentencia es el único que se queda huérfano de título ejecutivo en forma de decreto, lo que ya no ocurre con las costas (art. 244 LEC). El empleo del decreto -exart. 714.1 LEC- permitirá «acumular» en una resolución los intereses y las costas y nos ahorrará más de una impugnación. Evidentemente hablamos de conceptos diferentes, pero alguna solución hay que darle al trámite. 



	
4. Intereses variables. Dispone el art. 574 LEC que el ejecutante expresará en la demanda ejecutiva las operaciones de cálculo que arrojan como saldo la cantidad determinada por la que se pide el despacho de la ejecución, cuando la cantidad que reclama provenga de un préstamo o crédito en el que se hubiere pactado un interés variable o, cuando la cantidad reclamada provenga de un préstamo o crédito en el que sea preciso ajustar las paridades de distintas monedas y sus respectivos tipos de interés. 





	
c) Cuando el título fijase una cantidad de dinero en moneda extranjera se despachará la ejecución para obtenerla, aunque las costas, gastos y los intereses de demora procesal se abonarán en la moneda nacional. Para el cálculo de los bienes que han de ser embargados la cantidad de moneda extranjera se computará según el cambio oficial al día del despacho de la ejecución. Cuando sea una moneda extranjera sin cotización oficial, el cómputo se hará por el cambio que el Tribunal considere adecuado a la vista de las alegaciones y documentos que aporte el ejecutante en la demanda, sin perjuicio de la ulterior liquidación de la condena que se efectuará según lo dispuesto para la liquidación de daños y perjuicios. 





En los tres casos (pólizas, intereses y deuda en moneda extranjera) será necesario completar el título mediante la aportación documental requerida por la ley, pues de lo contrario no se despachará la ejecución.

1.2.  Unos apuntes sobre la extralimitación en la creación de títulos ejecutivos

El propósito unificador de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia ejecutiva bien pronto se vio superado por la existencia de un tercer género de ejecuciones, que no venían originadas por ningún título de los contenidos en el art. 517 LEC, sino por la obligación legal de iniciar la ejecución forzosa una vez consumida la fase declarativa. Los supuestos a los que me refiero son los siguientes: el proceso monitorio, el juicio cambiario, las liquidaciones de intereses, las tasaciones de costas  (8)  y las juras de cuentas. En todos ellos, una discutible praxis vino a separar las dos fases a modo de compartimentos estancos, de tal modo que la falta de oposición o la liquidación de la deuda no abocaban directamente a un proceso de ejecución (v. gr.art. 816.1 LEC para el proceso monitorio), sino al fin del proceso declarativo, a una demanda ejecutiva y a un proceso de ejecución.

En otro sentido es posible encontrar otra especie de ejecución sin título en los juicios de desahucio con fecha de lanzamiento previa al acto del juicio (art. 440.3 LEC). Aquí se despacha una suerte de ejecución anticipada en el momento de admisión a trámite de la demanda -y, no otra cosa cabe colegir de la exégesis del apartado 3 del art. 440 LEC- en virtud de un título inexistente, que luego vendrá a confirmarse dictada la sentencia  (9) .

Esas resoluciones se suman a todas aquellas que ya entraban dentro del amplísimo cajón de sastre del art. 517.2.9.ª LEC, esto es, los autos -y decretos- que ponen fin al enjuiciamiento sin que se supongan la finalización del proceso, ni de la instancia. Entre otros: el auto que acoge las pretensiones que hayan sido objeto de allanamiento parcial (art. 21.2 LEC); el auto (hoy decreto) que resuelve la impugnación sobre la tasación de costas (art. 246 LEC); el auto que condena al requerido al pago de las costas causadas, cuando se considere injustificada la oposición a la práctica de diligencias preliminares (art. 260.3 LEC) y, el auto (hoy decreto) por el que se fija la indemnización a los testigos (art. 375.2 LEC), etc. (Castillejo Manzanares (10) ).

Para evitar confusiones, aclaro que las extralimitaciones que se producen en la práctica son las siguientes: a) demandas de ejecución de cada de uno de los pronunciamientos condenatorios de la sentencia b) demandas de ejecución de procesos monitorios, cambiarios y juras de cuentas y c) demandas de ejecución de los decretos aprobando las tasaciones de costas.

El despropósito procesal que se adivinaba fue validado en la Instrucción núm. 3/2001, de 20 de junio, del Pleno del CGPJ  (11) , cuyo preámbulo recoge la siguiente exposición:« En este sentido, se ha suscitado de modo perentorio la necesidad de practicar con carácter homogéneo y en términos compatibles con su tratamiento informático y estadístico, la anotación en los libros y otros registros de los órganos jurisdiccionales de los procesos civiles de ejecución, procedimientos que la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, configura como realidades separadas del pleito declarativo que, en su caso, «les hubiera precedido y del que traigan causa» y por ello «en los casos en que se despache ejecución por falta de oposición en un proceso monitorio o cambiario, a efectos estadísticos se dará por terminado el proceso y se registrará la correspondiente ejecución»  (12) .

En esta norma no encontramos el origen de los artificiales títulos ejecutivos referidos, pero sí un fundamental respaldo legal, que a su vez provocó toda una serie de dificultades prácticas que principiaban en la observancia del plazo del art. 548 LEC y terminaban con el análisis del art. 570 LEC. En resumen, el afán de romper el proceso en dos, declarando la autonomía del de ejecución cuando le había precedido el de declaración, podía llevar a problemas sin resolver (Montero Aroca (13) ).

Recientemente, el Consejo ha vuelto sobre este asunto en la Instrucción 1/2009, de 26 de marzo, del Pleno CGPJ  (14)  acabando con una polémica que nunca debió llegar tan lejos. La norma quinta.4 prevé que las demandas o solicitudes de ejecución de títulos judiciales y las ejecutorias penales mantengan el mismo NIG que el del procedimiento del que traen causa, registrándose con número de asunto distinto del asignado al procedimiento principal. Se incoará una única ejecutoria por cada título judicial, con independencia del número de condenados, de la diversidad de pronunciamientos a ejecutar y de los incidentes que se susciten durante la sustanciación de la misma.

Esta regla acaba con las demandas de ejecución que todavía hoy se presentan por cada de uno de los pronunciamientos condenatorios de la sentencia, pero sobre los demás puntos de conflicto el legislador no muestra idéntica rotundidad.

Sigamos ahora con el monitorio y con el cambiario. Suele pasar desapercibido fuera de los órganos judiciales, el hecho que desde el año 2005 las ejecuciones debidas a los procesos monitorios representan el más importante capítulo de las ejecuciones civiles  (15) . El Consejo General del Poder Judicial señala que las ejecuciones de procesos monitorios tienen una notable incidencia en el número total de las ejecuciones que se tramitan. Mientras en el año 2003 las ejecuciones registradas ascendieron a 320.373, correspondiendo a las originadas en procesos monitorios el número de 84.684 (26,43%), en el año 2008 sobre el total de 505.425 de ejecuciones registradas, 184.085 (36,42%) correspondieron a la ejecución de monitorios  (16) . Nadie podrá negar la importancia económica del dato.

Hasta la reforma del año 2009 no han faltado resoluciones en las que «requerido el deudor en procedimiento monitorio y transcurrido el plazo legal de veinte días para pagar u oponerse sin haber hecho ninguna de las dos cosas, la acreedora pidió que se dictara el auto despachando ejecución que contempla el art. 816 LEC a lo que se negó el Juzgado por considerar que antes debía notificarse al deudor el auto por el que dio por terminado el procedimiento monitorio a fin de darle la posibilidad de cumplir voluntariamente dentro del plazo previsto en las normas generales sobre la ejecución»  (17) .

Preciso, que la separación del requerimiento de pago de la ejecución, responde a una interpretación conjunta de la normativa de ejecución y, persigue evitar los problemas procesales generados por el pago extraprocesal  (18) .

Pues bien, la separación de las dos fases del monitorio ya se recoge en el art. 816.1 LEC y así el Secretario Judicial dictará decreto dando por terminado el proceso cuando el demandado no atendiere al requerimiento de pago o no compareciere y, dará traslado al acreedor para que inste el despacho de ejecución. Con todo, no puede defenderse seriamente que el requerimiento de pago en el proceso monitorio sea un proceso declarativo.

No ocurre lo mismo con el juicio cambiario, lo que nos obliga a retornar nuevamente a los títulos ejecutivos del art. 517.2.9.º LEC. Ilustro el debate con otro ejemplo que nos advierte del motivo del discurso: el juicio cambiario que siga en un proceso de ejecución puede originar otros dos títulos ejecutivos -las resoluciones que aprueben los intereses y las costas- y dos nuevas ejecuciones separadas y, a su vez, estas dos ejecuciones pueden causar nuevas ejecuciones forzosas según las costas que se vayan postulando en cada uno de los procesos. Esa «ejecución sin fin» que denuncia Martín Contreras (19)  encuentra acomodo sin dificultad en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Ahora bien, la unanimidad doctrinal, en este caso, no ha tenido reflejo en la reforma, porque si la ley parece dejar claro que a falta de oposición, se habrá de despachar ejecución automáticamente y de oficio, la práctica general viene exigiendo la presentación de demanda ejecutiva en los términos del art. 549 LEC. Nos encontramos, por tanto, ante un supuesto de conveniencia y no de necesidad jurídica  (20) .

Los decretos aprobando las tasaciones de costas, último título que suscita dudas, no es un título de ejecución en sí mismo, sino una resolución que fija el importe de la cantidad que debe abonar el condenado a su pago, nada más y buena prueba de la afirmación es que no podrá despacharse ejecución del citado decreto, antes de haber obtenido el de la sentencia o el del auto que impuso la condena  (21) .

II.  DESPACHO DE LA EJECUCIÓN

1.  Plazos y caducidad

1.1.  El plazo de cortesía del art. 548 LEC

La ley concede un plazo para que el ejecutado cumpla voluntariamente la obligación que se contiene en el título ejecutivo y, por tanto el Tribunal no despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la resolución de condena o de aprobación del convenio haya sido notificada al ejecutado  (22) . La sencillez del mandato, ha tenido distinta aceptación en la práctica o quizá sea mejor decir, que diferentes exégesis de muy difícil catalogación han procurado estirar o comprimir el cómputo y el plazo hasta límites insospechados.

Veamos, el art. 548 LEC requiere una primera notificación al ejecutado que salvamos mediante la intervención de los procuradores, de tal modo que si en el proceso declarativo intervinieron esos profesionales se sigue realizando un traslado de copias con la demanda de ejecución y el juzgado, sin otra exigencia formal, notifica el despacho a los procuradores del ejecutante y del ejecutado. Cuando el procurador rechaza el traslado de copias o esa primera notificación; en los casos de designación de justicia gratuita o cuando no ha intervenido ningún procurador (v. gr. proceso monitorio) se realiza la notificación personal.

Ese quehacer es perfectamente ajustado a derecho y a la Sentencia TC 110/2008, de 22 de septiembre de 2008, que trata de esta «comunicación» en un supuesto absolutamente singular  (23) . Dice el Tribunal Constitucional que el art. 28 LEC es una norma que, al igual que el art. 153 LEC, prevé la realización de los actos de comunicación judicial con las partes a través de su Procurador, pero partiendo de la premisa de la existencia de un poder de representación vigente y de la necesidad de comunicar actos judiciales que se producen en el curso de un proceso (circunstancias que no concurrieron en el caso que analiza el Tribunal Constitucional y, que hacen recomendable, para comprender esta sentencia, la lectura de un resumen de hechos que recojo en nota al pie).

Sentado lo anterior, nos encontramos con otro interrogante: ¿en el cómputo del plazo tiene alguna incidencia la diligencia de ordenación declarando la firmeza de la sentencia? Dado que el art. 548 LEC es muy claro cuando silencia cualquier referencia a la declaración de firmeza, el derecho de la parte a solicitar la ejecución de la sentencia nace el día que concluye el plazo para formular el recurso de apelación, despachándose ejecución una vez transcurran los veinte días del art. 548 LEC. La declaración de firmeza responde a la obligación del art. 207.2 LEC, pero no tiene ningún otro resultado práctico ya que se adquiere una vez transcurridos los plazos previstos para recurrir una resolución  (24) . En el mismo sentido y dado que el cómputo se inicia desde que se notifica la resolución de condena al ejecutado, si se trata de una sentencia de apelación, desde su notificación comenzará a correr el plazo art. 548 LEC, sin que sea admisible su ampliación sobre la base de aspectos puramente procedimentales o formales de la tramitación, que, en su caso, habría que corregir  (25) .

El art. 548 LEC se justifica en que es necesario dar un plazo suficiente para el cumplimiento voluntario de lo resuelto por el juez de Primera Instancia. Plazo de espera que se fija para el despacho de ejecución y no para la interposición de la demanda ejecutiva, que podrá plantearse inmediatamente, tratándose de un control de oficio que llevará cabo el Tribunal (art. 551 LEC)  (26) .

¿Y qué ocurre con la ejecución provisional? En un seminario del Consejo General del Poder Judicial realizado en el año 2008  (27)  se llegó a la unánime conclusión que la regulación de la ejecución provisional plantea dificultades para incardinar un mecanismo análogo al del art. 548 LEC y que, en consecuencia, son múltiples las respuestas procesales.

Refiero las posibilidades: (a) la concesión del plazo de veinte días al demandado para que cumpla voluntariamente (bien mediante providencia, bien dejando transcurrir el plazo desde el traslado de la demanda de ejecución provisional  (28) ); (b) el despacho de ejecución y aguardar el transcurso de los veinte días. Las medidas ejecutivas no se harán efectivas hasta que haya pasado el plazo o se retrasarán hasta el fin del plazo. Se evita así el problema de cómo articular el reembolso en caso de revocación de la sentencia y la dilación en el dictado del auto despachando ejecución, aunque se produzca, respecto a las medidas ejecutivas y (c) el tercer modo de abordar el problema procesal, es despachar ejecución sin esperar ningún plazo y con todas las medidas ejecutivas pertinentes desde un principio.

Nos queda, por último, la ejecución definitiva, donde el problema es el del plazo y el de las costas cuando se cumple tardíamente. Volviendo sobre nuestros recientes pasos el plazo de espera de veinte días se refiere al Juzgado, pudiendo la parte presentar la demanda ejecutiva antes de dicho plazo, pero no despacharse ejecución. Partiendo de ahí el pago jurídicamente relevante para enervar la ejecución no sería el efectuado antes de presentar la demanda ejecutiva, sino el realizado antes del transcurso de los veinte días hábiles señalados en el 548 LEC, pues en otro caso «bastaría que el ejecutante presentara demanda de ejecución inmediatamente después de la firmeza de una resolución judicial, para que la misma prosperase y aunque el ejecutado consignara antes de los veinte días, su pago sería ya irrelevante» (Auto AP TOLEDO, Sección 1.ª , 20 de febrero del 2007  (29) ).

¿Qué sucede cuando la demanda ejecutiva se presenta con anterioridad al transcurso del plazo de veinte días del art. 548 LEC y se despacha con posterioridad al transcurso del mismo y al pago por el ejecutado? Satisfecho el título, el problema se desplazaría a las costas ya que cuando el condenado deja transcurrir el plazo del art. 548 LEC para el cumplimiento voluntario «si el vencedor en el proceso llega a presentar la demanda de ejecución, todas las costas de la ejecución serán a cargo del ejecutado (salvo los casos excepcionales que la propia ley contempla  (30) ).

Pero ¿a qué costas nos estamos refiriendo? Según el Auto AP LAS PALMAS, Sección 3.ª, 14 de julio de 2008  (31)  se trataría, de conformidad con lo dispuesto en el art. 583 en relación con el art. 570, de despachar ejecución a los solos y únicos efectos del cobro de las costas devengadas con la demanda ejecutiva presentada en tiempo y forma, previa su tasación (al margen de las que hayan sido objeto del proceso declarativo), así como la de los intereses previa su liquidación, pero sin necesidad de acordar el embargo hasta que, una vez determinadas y liquidadas esas cantidades, se requiriera de pago al deudor (art. 580 LEC, a contrario), procediendo la traba solo en el caso de impago.

Discrepo completamente de esta teoría porque en realidad no estamos despachando ejecución, sino sancionando al ejecutado con unas costas que no se han liquidado. Cuando se ha satisfecho el título ejecutivo en modo alguno podemos acudir directamente al art. 583 LEC y los arts. 549.1.2.º y 551 LEC dejan bien claro que se despachará ejecución según la tutela que se pretende con arreglo al título ejecutivo, por lo que sencillamente ignoro cómo puede despacharse ejecución de una cantidad pagada. Con ello no vengo a defender extralimitaciones (el pago dependería de la velocidad de cada juzgado), sino el examen de cada supuesto y más cuando se fracciona el título ejecutivo presentándose diferentes demandas  (32) .

Por lo demás las interpretaciones literales nos llevan a situaciones realmente absurdas en las que el importe objeto de condena está consignado en la cuenta del juzgado para otros fines (art. 449 LEC) y, sin embargo, se presenta la correspondiente demanda de ejecución fundada en que se consignó para «apelar» y no para «pagar». No nos ocupa seguir dándole vueltas a este interrogante pero estirando esa línea interpretativa, deberíamos devolver el importe al demandado una vez resuelto el recurso de apelación, fuera estimatorio o desestimatorio o, exigir al demandante que pidiera su embargo mediante la correspondiente demanda  (33) .

Hilando lo dicho, si el condenado intenta el cumplimiento voluntario y se encuentra con la falta de colaboración del demandante que lo hace imposible, las costas de la ejecución no despachada correrán a cargo del demandante  (34) .

Respecto a los supuestos especiales, comenzamos con la ejecución del desahucio. En el desahucio por falta de pago el art. 440.3 LEC, constituye una excepción al plazo de espera fijado por el art. 548 LEC, que no produce ninguna indefensión a la parte ya que desde el auto de admisión de la demanda conoce la fecha de señalamiento del lanzamiento (Auto AP CÁDIZ, Sección 8.ª, 27 de junio de 2007  (35) ).

En segundo lugar, cuando deba determinarse el equivalente pecuniario de una prestación no dineraria en la que se siga el trámite de los arts. 712 y siguientes LEC, no podrá presentarse demanda ejecutiva hasta que no se concrete ese importe, que podrá ser cumplido voluntariamente dentro del plazo de espera previsto en el art. 548 LEC (Auto AP CÁDIZ, Sección 8.ª, 27 de junio de 2007  (36) ).

En el juicio cambiario  (37) , no puede aplicarse en detrimento del art. 825, lo establecido con carácter general en los arts. 548 y 549 LEC, puesto que la Ley ordena que transcurrido el plazo tras el requerimiento sin que el deudor pague ni se oponga presentando demanda al efecto a despachar la ejecución, debiendo entenderse que la propia demanda de juicio cambiario lleva ínsita la petición del despacho de ejecución para el caso de que se produzca el supuesto previsto en el art. 825 LEC (Auto AP LAS PALMAS, Sección 5.ª, 10 de octubre de 2008  (38) ).

1.2.  La caducidad del art. 518 LEC

Dice el art. 518 LEC que la acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del Tribunal o del Secretario judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el proceso o en resolución arbitral, caducará si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución.

Comenzamos el análisis con la distinción entre la prescripción y la caducidad a propósito del modo en que puede ésta interrumpirse. El Auto AP BARCELONA, Sección 4.ª, 20 de noviembre de 2008  (39)  examina el caso de una caducidad a la que precedió un primer juicio de ejecución en el que se estimó la oposición, apreciándose que la demanda ejecutiva adolecía de un defecto formal insubsanable y que quedaba a salvo el derecho de presentar nueva demanda ejecutiva. Presentada nueva demanda de ejecución se computó el plazo del art. 518 LEC, desde la entrada en vigor de la Ley, sin que ello quedara desvirtuado por la presentación de la anterior demanda de ejecución, dos años antes.

En efecto -dice el auto de la Audiencia de Barcelona- los modos de interrumpir la prescripción no son aplicables a los plazos de caducidad, en la cual no cabe la interrupción ni la suspensión, sino sólo el propio ejercicio del derecho dentro del plazo, según establece reiterada jurisprudencia. «En este sentido, la STS de de 2 de julio de 2002 indica que "La ley ha señalado un término fijo para la duración de un derecho, de tal modo que, transcurrido ese término puede ya ejercitarse, distinguiéndose de la prescripción, en que ésta descansa en la presunción de abandono de su titular y es estimable sólo a instancia de parte y susceptible de interrupción, mientras la caducidad encuentra su fundamento en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico y opera por el mero transcurso del tiempo y no es susceptible de interrupción, como señalaron las añejas sentencias de 30 de abril de 1940, 17 de noviembre de 1948 y 25 de septiembre de 1950"  (40)  ».

En suma la presentación de una demanda de ejecución que se archiva por apreciarse defectos de forma, no interrumpe el plazo de caducidad del art. 518 LEC. Y, como añade el Auto AP CASTELLÓN, Sección 3.ª, de 17 de junio de 2009  (41)  tratándose de un plazo de caducidad podrá apreciarse de oficio por los Tribunales, siendo así que el juez tiene el deber de controlar los requisitos de la acción ejecutiva previstos en el art. 520, así como, en el caso de títulos judiciales, si la misma ha caducado (art. 518 LEC) y si ha transcurrido el plazo de espera del 548 LEC.

Han provocado interrogantes los supuestos en los que la sentencia judicial firme tiene fecha anterior a la entrada en vigor de la LEC, y la demanda ejecutiva se plantea ya vigente. Se afirma que si el título ejecutivo, en el momento de nacer como tal título ejecutivo, entrañaba un derecho que podía ser ejercitado en el plazo de quince años, luego no se puede privar al titular de su ejercicio aplicándole retroactivamente una norma que le acorta el lapso de tiempo que la legislación anterior le había concedido para el ejercicio de tal derecho, pues esto iría en contra de la tutela judicial efectiva y de los derechos en los que se asienta la disposición adicional cuarta del Código Civil. En estos casos, deberá iniciarse el cómputo de cinco años previsto en el art. 518 LEC en la fecha de entrada en vigor de esta nueva norma (Auto AP ALMERÍA, Sección 3.ª 14 de octubre 2008  (42) ).

Solventado ese escollo no hay mayor dificultad en el cómputo y en los días inicial y final y los interrogantes aparecen en supuestos muy particulares, por los pronunciamientos en ejecución (v. gr. procesos de familia) o por la naturaleza de la acción ejercitada (v. gr. costas procesales). Evidentes excepciones son los casos de las sentencias meramente declarativas o constitutivas en las que no será necesario despachar ejecución (art. 521 LEC), y podrá efectuarse la correspondiente inscripción aun transcurrido dicho plazo quinquenal; sin que proceda realizar una interpretación extensiva del precepto, pues al contemplar una restricción de derechos, no pueden subsumirse otras situaciones distintas de las que expresamente prevé (Achón Bruñén (43) ).

Respecto a los procesos de familia una interpretación conforme a la lógica y la finalidad del mandato, nos llevan a excluir la caducidad en los casos en que el título ejecutivo, o sea la sentencia, contenga una obligación de tracto sucesivo y no de tracto único, ya que hasta que no se produzcan los incumplimientos de esa deuda sucesiva no será posible iniciar la acción ejecutiva. En estos casos el dies a quo del plazo de caducidad no será el de la firmeza de la sentencia sino el del devengo de la obligación incumplida, lo que sucede, por ejemplo, en las deudas de alimentos, que se devengan en tracto sucesivo hasta la extinción del derecho alimenticio, a veces muchos años e incluso lustros después de su establecimiento en el título judicial. La interpretación contraria llevaría al absurdo de que una parte de la condena establecida en la sentencia carecería de acción ejecutiva, pues si por ejemplo la sentencia es del año 2000, los alimentos posteriores a 2005 no podrían reclamarse si dejan de satisfacerse por el deudor (Auto AP LAS PALMAS, Sección 3.ª 15 de octubre de 2007  (44) ). En similares términos se pronuncia el Auto AP LOGROÑO, Sección 1.ª, 11 de septiembre de 2008  (45)  que cita el auto de 28 de mayo de 2008 de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 12.ª). «En definitiva la acción para exigir el pago de tales prestaciones de tracto sucesivo nace con su vencimiento periódico, iniciándose desde la fecha del devengo el cómputo del plazo de caducidad del art. 518 LEC»; y los de Sevilla (Sección 2.ª) de 27 de septiembre de 2007, Valladolid de 23 de octubre de 2007, Barcelona (Sección 12.ª) de 29 de marzo de 2007, Las Palmas de Gran Canaria (Sección 3.ª) de 14 de mayo de 2008) y Madrid (Sección 22.ª) de 6 de junio de 2008.

Ahora bien, ello no significa que no caduque a los cinco años la acción ejecutiva para el cumplimiento de condenas de futuro consistentes en pagos periódicos. La acción ejecutiva también caduca a los cinco años por prescripción legal, pero su dies a quo no debemos fijarlo en la firmeza de la resolución, sino en el momento exacto en que nace la obligación reconocida judicialmente, pues la acción ejecutiva sólo puede ejercerse a partir de entonces. En suma, es evidente que el legislador, cuando determinó la firmeza de la resolución judicial como dies a quo para la caducidad de la acción ejecutiva, no previó los supuestos de condenas de futuro (Auto AP ZAMORA, Sección 1.ª, 9 de junio de 2008  (46)  y Auto AP CÁDIZ, Sección 5.ª, 8 de enero de 2008  (47) ).

En cuanto a las costas, señala el Auto AP BARCELONA, Sección 13.ª, 15 de julio de 2009  (48)  que ha de partirse de la consideración de que la condena en costas supone un derecho de crédito de la parte beneficiada con su imposición (SSTS 27 de marzo de 1993, 14 de octubre de 2002, 17 de diciembre de 2003, 5 de febrero de 2004, 21 de mayo de 2007), lo que significa que exige su previa liquidación para que, por medio de la tasación de las mismas, pueda tener lugar su pago efectivo. Ello conlleva distinguir entre: (1) el derecho a instar la tasación de costas, partiendo de una resolución firme que las impone y (2) el derecho a reclamar su pago, una vez efectuada aquella tasación. Al primero se le aplica el plazo general de prescripción del art. 1964 CC, así la STS 15 de octubre de 2004; el segundo (exacción) queda sujeto al plazo de caducidad de 5 años del art. 518 LEC, para la ejecución de títulos judiciales, si no se interpone la demanda ejecutiva (así STS 20 de diciembre 2002).

En sentido contrario aporta un enfoque ciertamente interesante la Sentencia AP CASTELLÓN, Sección 3.ª, 29 de mayo de 2009  (49) . Distingue los dos supuestos: (1) Por una parte, podría entenderse que la caducidad de la acción ejecutiva a que se refiere el art. 518 LEC afecta exclusivamente a la exacción, pero no a la simple tasación de costas. Con arreglo a este punto de vista nada impide la práctica de la tasación en cualquier momento y aunque haya transcurrido el plazo de caducidad de la acción ejecutiva, sin perjuicio de que se alegue dicha caducidad cuando se pretenda la efectividad de la tasación en el correspondiente proceso de ejecución; (2) Otra perspectiva diferente es la que parte de que, ya no sólo la exacción de las costas, sino incluso la tasación de las mismas en sede judicial forma parte de la ejecución de la sentencia (ver en este sentido la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de 8 de febrero de 2008). No debe hacerse distinción entre la mera tasación de costas y la exacción o ejecución de las mismas, en la medida en que la primera es presupuesto previo e imprescindible de la segunda y porque no tiene sentido la tasación si no se procede al pago de su importe, sea de forma voluntaria, ya sea en vía de ejecución forzosa.

Pues bien -sigue diciendo la sentencia- «en la tesitura de optar por una u otra solución, consideramos que es más acertado el enfoque expuesto en segundo lugar. La norma procesal sirve al fin de la realización y efectividad del derecho y, como ya hemos dicho, la única utilidad de la tasación de costas reside en el pago de su importe, esto es, en su real ejecución. Bien puede decirse, por lo tanto, que la tasación de costas forma parte de su ejecución y que a la misma le es aplicable el plazo de caducidad que para la acción ejecutiva señala el art. 518 LEC».

Para terminar, puede apreciarse la caducidad aunque cesen las actuaciones de la ejecución, que podrán proseguirse hasta obtener el cumplimiento de lo juzgado  (50) .

2.  Cuestiones controvertidas en el despacho de la ejecución

2.1.  La orden general de ejecución

La ejecución se inicia siempre a instancia de parte en forma de demanda en la que se expresará (art. 549 LEC):


	
1. Título en el que se funda el ejecutante. Cuando el título ejecutivo sea una sentencia o resolución dictada por el Tribunal competente para conocer de la ejecución, la demanda puede limitarse a la solicitud que se despache ejecución, identificando la sentencia o la resolución. 

	
2. La tutela efectiva que pretende en relación al título ejecutivo así como la cantidad que se reclama. 

	
3. Los bienes del ejecutado susceptibles de embargo de los que tuviere conocimiento y, en su caso, si los considera suficientes para el fin de la ejecución. 

	
4. En su caso, las medidas de localización y averiguación que interese. 

	
5. La persona o personas frente a las que se pretende el despacho de la ejecución, por aparecer en el título como deudores o por estar sujetos a la ejecución según lo dispuesto en la ley. 



Presentada la demanda ante el Tribunal competente, examinará la concurrencia de los presupuestos y requisitos procesales, que el título ejecutivo no adolece de ninguna irregularidad formal y que los actos de ejecución que se solicitan son conformes con la naturaleza y contenido del título.

La reforma del 2009 complica notablemente el despacho de ejecución y el auto del antiguo art. 553 LEC, se sustituye por una orden general de ejecución -en forma de auto- y un decreto que se dicta en el mismo día o al siguiente (art. 551 LEC). Dejando al margen situaciones cuya singularidad no justifica su estudio, la correspondiente aplicación informática será la encargada de asumir esa doble resolución, que solo se explica en el escrupuloso respeto al mandato constitucional del art. 117 CE.

En realidad el auto del modificado art. 553 LEC, se parte en dos -permítanme la licencia- en el art. 551 LEC con el siguiente contenido: 1.º La determinación de la persona o personas frente a las que se despacha la ejecución; 2.º si se despacha en forma mancomunada o solidaria; 3.º La cantidad, en su caso, por la que se despacha la ejecución por todos los conceptos y 4.º Las precisiones que resulte necesario realizar respecto de las partes o del contenido de la ejecución, según lo dispuesto en el título ejecutivo, y asimismo respecto de los responsables personales de la deuda o propietarios de bienes especialmente afectos a su pago o a los que ha de extenderse la ejecución, según lo establecido en el art. 538 LEC.

Dictado el auto por el Juez o Magistrado, el Secretario judicial responsable de la ejecución, dictará decreto en el que se contendrán: 1.º) las medidas ejecutivas concretas que resultaren procedentes, incluido si fuera posible el embargo de bienes, 2.º) las medidas de localización y averiguación de los bienes del ejecutado que procedan, conforme a lo previsto en los arts. 589 y 590 de esta ley y 3.º) el contenido del requerimiento de pago que deba hacerse al deudor; en los casos en que la ley establezca este requerimiento.

Pero con ello sólo comienzan las dificultades porque la ruptura procesal ha sido total, provocando, a su vez, una llamativa dispersión normativa. Así tenemos: en cuanto a la competencia, dictará el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma, el Tribunal que conoció del asunto en primera instancia o en el que se homologó o aprobó la transacción o acuerdo (art. 545.1 LEC). La competencia se extiende a las resoluciones dictadas por el Secretario Judicial con lo que nos ahorramos el debate sobre el vocablo «Tribunal» de tanto éxito con la reforma del año 2001 o, si se prefiere, que el empleo del plural acoge tanto los servicios comunes, como las unidades procesales de apoyo directo, dándose a entender que la competencia del órgano se extiende a las resoluciones que dicten todos los Secretarios Judiciales que intervengan en el proceso con independencia de su destino. Empero, resulta incomprensible que se duplique el contenido del decreto que dicta el Secretario Judicial en el art. 545.4 LEC (51) .

Separados el auto y el decreto, no tiene sentido que se facilite un recurso contra el último (art. 551.5 LEC), que únicamente podrá fundarse en el diferente criterio del ejecutante y del Secretario Judicial respecto al embargo de bienes -o, mejor dicho, respecto a los bienes que se embargan- ya que el resto de las medidas se aplican en todas las ejecuciones, según el título en la que se funden. La diferencia de criterio no implica infracción normativa y menos aún, con los estrictos límites del art. 584 LEC.

No se salva de la crítica la regulación de la notificación del auto y del decreto (art. 553 LEC), porque el diferente «pie de recurso» obliga a un especial cuidado que evite errores de identificación de las partes, el objeto de la ejecución y las medidas de averiguación o de ejecución. Dice el art. 553 LEC que el auto que despacha la ejecución así como el decreto que en su caso hubiera dictado el Secretario judicial, junto con copia de la demanda ejecutiva, serán notificados simultáneamente al ejecutado o, en su caso, al procurador que le represente, sin citación ni emplazamiento, para que en cualquier momento pueda personarse en la ejecución, entendiéndose con él, en tal caso, las ulteriores actuaciones.

Ignoro a que se refiere el precepto cuando prevé que el decreto no se dictará en todas las ejecuciones («en su caso») ya que los pronunciamientos declarativos y constitutivos no requieren del despacho ejecutivo (art. 521 LEC) y además, el examen de la «posibilidad» -si se dicta o no el decreto- debería encuadrarse sistemáticamente en el art. 551.3 LEC y no en la notificación.

Tampoco se entiende la razón de la doble notificación «simultanea» al ejecutado o, «en su caso» al procurador y más, cuando de ese hecho depende la oposición que pueda formularse. Hubiera sido aconsejable que la aparición del procurador excluyera la notificación del ejecutado, que es la práctica habitual en las ejecuciones de título judicial y no suscita problemas. La «simultaneidad» es sencillamente inexplicable, imposible con el sistema LEXNET y prohíbe un único cómputo. A mi entender y para evitar errores la notificación al procurador excluye la que se realice a la parte.

Por último, la Ley de Enjuiciamiento Civil no prevé -como si lo hace la Ley de Procedimiento Laboral en su art. 240- la «ejecución parcial de los pronunciamientos que no hubieren sido impugnados» y, el acceso a la apelación obliga, en todo caso, a la presentación de una demanda si se pretende ejecutar la sentencia de la instancia (art. 524.2 LEC).

El cumplimiento parcial tendría relevancia cuando se dieran estas dos circunstancias: a) que se produjera antes de la presentación de la demanda ejecutiva; no del traslado de copias y b) que se comunicara por el condenado al órgano judicial los actos que realiza para el acatamiento del título ejecutivo.

En otro caso, el ejecutante podrá reclamar la tutela que tenga por conveniente en su demanda ejecutiva (art. 549.1.2.º LEC) y obtener una respuesta en tal sentido del órgano judicial (art. 551 LEC).

2.2.  La ampliación de la ejecución

Dice el auto AP VALLADOLID, Sección 1.ª, 15 de mayo de 2009  (52)  que la invocación del principio de economía procesal no puede servir para incluir indiscriminadamente en la ejecución de la sentencia firme, el pago de cantidades que no fueron objeto de expresa reclamación en la litis y que no encuentran acomodo en la previsión ampliatoria del art. 578.1 LEC. Del referido precepto resulta que si despachada ejecución por deuda de una cantidad líquida, venciera algún plazo de la misma o la obligación en su totalidad, la Ley contempla dos posibilidades: a) entender ampliada la ejecución por el importe correspondiente a los nuevos vencimientos de principal e intereses, si lo pidiere así el actor y sin necesidad de retrotraer el procedimiento; y b) si el ejecutante solicita esta ampliación en la demanda, se advertirá al ejecutado, en el momento de notificarle el auto despachando ejecución, que ésta se entenderá ampliada automáticamente si, en las fechas de vencimiento, no se hubieran consignado a disposición del Juzgado las cantidades correspondientes (Auto AP SALAMANCA, Sección 1.ª, 20 de abril de 2007  (53) ).

La verdad es que el precepto ha tenido escaso éxito debido a que su ámbito de aplicación es ciertamente limitado. La esencia de la denominada ampliación de la ejecución -sigo ahora lo resuelto en el Auto AP CIUDAD REAL, Sección 1.ª, 13 de junio de 2008  (54) -, es la absoluta identidad de los nuevos plazos que van venciendo durante el proceso ejecutivo con aquellos en que se basó la demanda inicial. Es decir, el art. 578 provee a la situación generada por las deudas de tracto sucesivo, en las que, por el requisito de la exigibilidad, sólo puede solicitarse ejecución de aquellos tramos de la deuda que estén vencidos al tiempo de la demanda, pero en las que, el inexorable paso del tiempo unido al desarrollo de la misma obligación, se sabe de antemano que la deuda exigida se irá incrementando. Por eso, el art. 578 requiere el vencimiento de un «nuevo plazo de la misma obligación en cuya virtud se procede», con lo que expresa esa identidad absoluta a que se ha hecho referencia. Ello no quiere decir que, si del título ejecutivo se deduce, no tenga derecho a reclamar por otros conceptos o en base al otro miembro de la alternativa, aunque deberá presentar una nueva demanda.

Importa destacar que esa conclusión tiene mucha trascendencia, pues «en la ampliación a la ejecución no se permite ya oposición específica, en cuanto no se retrotraen las actuaciones, y ello se explica porque la oposición se dirige a la deuda en sí misma contemplada en su unidad. Pero, si no se dan esos requisitos se tiene que garantizar al ejecutado la posibilidad de oposición, que únicamente se asegura con la nueva demanda». Por ésta razón, una vez resuelta la oposición, no caben nuevas ampliaciones de la ejecución, toda vez que queda agotado el objeto propio del proceso en curso, que no puede artificialmente ser dilatado por esta vía de la ampliación al no tener acogida en el art. 578 LEC (55) .

En estas circunstancias es difícil -sino imposible- encontrar ampliaciones fuera de los procesos de familia y determinados títulos ejecutivos en los términos que a continuación se exponen. Acudo al Auto AP PALMA MALLORCA, Sección 3.ª, 11 de enero de 2007  (56)  en el que, después de indicar que algún sector doctrinal y jurisprudencial ha entendido que el precepto no puede ser de aplicación en el juicio ejecutivo con base en letras de cambio, pagarés, etc, porque el título base de la ejecución es el título cambiario  (57)  y no el contrato causal, señala que el criterio mayoritario es el contrario y, a pesar de que muchas veces puede resultar difícil conocer antes de acordar la ampliación de la ejecución, si se trata de vencimiento del plazo de una misma obligación o no, en cuyo caso, nada impide que el Juez, antes de acordar la ampliación de la ejecución, exija al ejecutante que acredite tal circunstancia. Además, no hay inconveniente en interpretar el art. 578 LEC de manera flexible, toda vez que las razones de economía procesal a las que responde la ampliación de ejecución no sólo benefician a la parte ejecutante, sino que también permiten a la demandada articular unitariamente sus defensas y excepciones y, en último término, por lo menos en abstracto, normalmente le resultará también más beneficioso desde el punto de vista económico ya que la multiplicación de ejecuciones por el número de títulos, que sería la alternativa, daría lugar a un manifiesto encarecimiento del proceso, cuyas costas se rigen por un principio riguroso de vencimiento objetivo.

2.3.  La legitimación pasiva

¿Qué debe entenderse por ejecutante y ejecutado? La regla general es la contenida en el art. 538.1 LEC cuando establece que son parte en la ejecución la persona o personas que piden y obtienen el despacho de la ejecución y la persona o personas frente a las que ésta se despacha. No obstante, si la legitimación activa no ofrece duda  (58)  y únicamente podrá ser ejecutante quien aparezca como tal en el título ejecutivo (art. 538.2 LEC), no sucede lo mismo con la pasiva y podrán ser ejecutados personas que no figuran en el título. Esta especialidad acarrea consecuencias prácticas inmediatas ya que podrá despacharse ejecución contra una pluralidad de personas y, la orden general de ejecución revestirá un notable interés, al determinar la legitimación pasiva en el proceso de ejecución.

Para Ramos Méndez (59) , no sólo el art. 538 LEC olvida al condenado, afirmación que comparto plenamente, sino que los ordinales 2.º y 3.º del apartado 2 son una artificiosidad tremenda, lo que también comparto. Efectivamente el art. 538.2.2.º LEC es inaplicable a la ejecución de títulos judiciales y respecto a los no judiciales, el avalista es «llamado a la ejecución» por derecho propio y por título autónomo  (60) . Respecto al art. 538.2.3.º LEC parece referirse a la prenda e hipoteca, cuando la ejecución contra estos deudores vendría amparada por el art. 538.2.1.º LEC.

Sobre estas disquisiciones aclara el Auto AP CÁDIZ, Sección 5.ª, 29 de junio de 2007  (61)  que lo relevante parece ser la limitación en el medio para acreditar la legitimación, y en la necesidad de que conste ab initio, reduciendo la ley la posibilidad al documento público, sin admitir otros medios. En cuanto al supuesto concreto del art. 538.2.2.º, no parece que se haya querido excluir de la posición del ejecutado los supuestos de una relación triangular en que se asuma la responsabilidad por otro cuando no se trate de un afianzamiento en sentido estricto; por consiguiente nada obstaría para que siempre que se asuma voluntariamente la posición del deudor, en defecto de quien lo sea principal u originariamente, se pueda dirigir la ejecución contra el tercero, bien se trate de un supuesto de fianza, de aval o de cualquier otro en que éste se haya obligado o deba responder de una deuda contraída por otro, siempre que la obligación conste en documento público. Lo propio sucede cuando la legitimación del tercero proviene de su condición de propietario de bienes afectos al pago de la deuda si su posición no deriva de la ley, pero entonces el art. 538.2.3.º no exige documento público sino documento fehaciente, con lo cual siempre que se desprenda del propio documento, sea éste público o privado, la afección del bien al pago de la deuda por la que se procede, corresponderá despachar la ejecución contra el tercero no deudor, pero sí propietario de los bienes.

Dicho esto, no queda más remedio que poner en relación este precepto con los casos particulares regulados a continuación.

En principio, la orden general de ejecución (art. 551 LEC) será la resolución en la que se precise quien o quienes serán los ejecutados, debiendo contener, según vimos la persona o personas frente a las que se despacha la ejecución, si se despacha en forma mancomunada o solidaria y cualquier otra precisión que resulte necesario realizar respecto de las partes, según lo establecido en el art. 538 LEC. Debe recordarse que no está prevista la ampliación de la ejecución a otras personas con posterioridad a la orden de ejecución y, de ahí la conveniencia de ser especialmente riguroso en el examen del título ejecutivo y las alegaciones del ejecutante respecto a las personas frente a las que se pretende el despacho (art. 549.1.5.º LEC).

2.3.1.  Bienes gananciales, obligaciones solidarias y el incidente del art. 544 LEC

El art. 541 LEC suele sorprendernos en el embargo de bienes inmuebles en las ejecuciones de título judicial. En las ejecuciones de título no judicial es habitual que el cónyuge sea deudor o, en caso contrario, tengamos noticia de su existencia antes del dictado de la orden general de ejecución con lo que se le notifica la demanda ejecutiva y el despacho. El problema, como digo, aparece cuando se notifica el embargo de un bien ganancial al cónyuge no deudor y este pide la liquidación de la sociedad de gananciales (art. 541.2 LEC), petición que «garantiza» la suspensión de la ejecución, un segundo proceso (arts. 806 a 811 LEC) y una segunda ejecución paralela.

Pese a que legislador prevea en el art. 541.1 LEC la existencia de deudas propias de las que responda la sociedad de gananciales, sólo algún despistado incurre en esa responsabilidad con lo que son prácticamente inexistentes las oposiciones en este supuesto (dejo al margen, evidentemente, los procesos de familia).

Como digo, terminada la liquidación nos encontramos con un segundo obstáculo impropio de los manuales de derecho procesal pero que en los juzgados causa más de un trastorno. La liquidación deberá inscribirse en el Registro de la Propiedad y nadie ha previsto que los cónyuges deudores, únicos legitimados, no suelen estar dispuestos a ello. La conclusión es que nos vemos abocados a un tercer proceso, esta vez penal, por desobediencia.

Saltando ahora a la ejecución del deudor solidario (art. 542 LEC) precisa Montero Aroca (62)  que tratándose de títulos judiciales, los obtenidos respecto de alguno de los diversos deudores solidarios servirán para instar la ejecución frente a cualquiera de ellos, pero no para hacerlo respecto de los demás que no hubiesen sido parte en el precedente proceso de declaración y no figuren, por tanto, designados como tales deudores en el título ejecutivo. La ejecución ha de hacerse en los propios términos de la parte dispositiva de la resolución a ejecutar, sin que sea posible alterar sus términos, por lo que no procede la ejecución respecto de deudor solidario que no fue parte en el proceso de declaración.

En sentido contrario entiende Barchancho Tovillas que es posible el despacho de ejecución contra el deudor solidario ausente del proceso declarativo siempre: a) que el acreedor solicite que la sentencia se dicte frente al deudor demandado y frente a los codeudores solidarios y b) que interesada la condena en el patrimonio del deudor demandado, éste resulte insuficiente (65).

Si los títulos fueren extrajudiciales, el apartado 2 del art. 542 reitera que la ejecución sólo puede despacharse, lógicamente, frente al deudor solidario que figure en ellos. No obstante, en aquellos casos en los que la obligación que hubiere sido contraída con carácter solidario por varias personas, apareciera plasmada en diversos documentos (por ejemplo, una póliza de préstamo y otra de afianzamiento de los prestatarios) el acreedor podrá promover la ejecución frente a cualesquiera de los deudores solidarios, siempre que el documento lleve aparejada ejecución conforme a lo dispuesto en la Ley. El acreedor podrá acumular en un mismo proceso las pretensiones contra los diversos deudores solidarios, con base en los distintos títulos en los que respectivamente se les menciona o, promover la demanda ejecutiva contra uno solo de ellos con base en el título que personalmente le afecte  (63) .

Vayamos con el art. 544 LEC. El precepto permite que se despache ejecución contra las entidades sin personalidad jurídica que actúen en el tráfico como sujetos diferenciados y, frente a los socios, miembros o gestores que no figuren en el título ejecutivo, cuando el ejecutante acredite cumplidamente dicha condición y la actuación ante terceros en nombre de la sociedad  (64) .

Nos encontramos con una curiosa variedad del «levantamiento del velo» del ente sin personalidad  (65) , en la que sin entrar en consideraciones sobre la personalidad jurídica, regula un supuesto de pluralidad en la parte ejecutada difícilmente explicable. En primer lugar, se prevé una especie de incidente, que carece de trámite, pero que permitirá despachar ejecución contra quien no figura en el título ejecutivo, aunque no admita otra justificación que la aportación documental (art. 550.2 LEC).

En segundo lugar, nada se dice de los vínculos de solidaridad entre la entidad y los socios o gestores  (66) . Este aspecto es irrelevante para la ley, que exige que el socio o gestor haya actuado en el tráfico jurídico en nombre de la entidad y que el ejecutante lo pueda acreditar. El problema, como hemos visto, es que no se sabe como «levantar el velo» del ente sin personalidad antes del despacho de la ejecución, quedándole vedada al ejecutante cualquier otra acreditación que no sea la aportación documental (art. 550.2 LEC).

Por último, no parece de recibo que el ejecutante sólo pueda acreditar la relación entre la entidad sin personalidad y el socio o gestor antes del despacho de la ejecución y que luego un ejecutante posterior la acredite.

2.3.2.  La sucesión procesal (art. 540 LEC)

De entre las novedades introducidas por la LEC 2000 en esta materia destaca la posibilidad de ser declarada la sucesión procesal del ejecutante o del ejecutado (art. 540 LEC (67) ), aunque sea previa a la orden general de ejecución y no posterior, lo que impide considerarla una vez abierta.

Afirma Barbancho Tovillas (68) , que aunque la posibilidad de sucesión procesal ya había sido admitida por la jurisprudencia, la prevista en el art. 540 LEC está pensada «a los solos efectos del despacho de la ejecución». En realidad sólo puede hablarse en puridad del cambio procesal de partes en ejecución cuando el cambio sustantivo en que se funde se haya producido con posterioridad a la constitución del título ejecutivo, que constituya la base del concreto proceso de ejecución ya que de no haber sucedido así, la pretensión de ejecutar a posibles sucesores del ejecutado, por hechos anteriores a la constitución del título, vulneraría no solo el principio de cosa juzgada, sino también, el principio de seguridad jurídica del art. 9.3 CE, pues los sucesores deberían haber sido oídos y deberían haber podido ejercer su derecho de defensa con anterioridad a la constitución del título ejecutivo (Bodas Martín (69) ).

La imposibilidad legal de cualquier modificación en la parte ejecutada facilita sobremanera la desatención del título ejecutivo, y basta la sustitución de quién o quienes tenían atribuida la legitimación pasiva en la orden de ejecución para que el proceso pierda su objeto haciendo imposible su continuación. A modo de sencillo ejemplo puede citarse el Auto AP de MADRID, Sección 25.ª, de 24 de junio de 2003  (70)  resolución en la que, con análisis del art. 538.2.3.º LEC, se advierte que la previsión legal contenida en dicho precepto queda circunscrita a bienes de persona que no figura como deudor en el título ejecutivo, si bien están afectos por ley al pago de la deuda en cuya virtud se procede. Por esto, la especial afección a que alude el precepto, debe llevar a considerar que la carga u obligación que sobre ellos pesa debe estar determinada de forma inexcusable por Ley «al no ser admisible en vía de ejecución completar el despacho de ejecución pretendido con pronunciamientos declarativos que integren la interpretación que se pretende más allá de la propia claridad de los preceptos legales aplicables y del fallo condenatorio cuya ejecución se pretende».

Teniendo en cuenta que los supuestos son escasos con relación al número total de ejecuciones (fallecimientos de personas físicas y levantamiento del velo de personas jurídicas) los inconvenientes que suscita la legitimación pasiva pueden salvarse de dos formas.

La primera solución la encontramos en el Auto AP SALAMANCA, Sección 1.ª, 27 de enero de 2009  (71) . «En este sentido, antes de incidir en el caso concreto, si debe ponerse de manifiesto, pues la duda existe en la doctrina, si el art. 540 LEC, es aplicable o no una vez despachada ejecución. Sobre tal cuestión, la doctrina mayoritaria, atendiendo tanto a la ubicación del precepto como a la literalidad del mismo -"...a los solos efectos del despacho de ejecución..."-, considera que a través de dicho artículo se regula únicamente la sucesión específica que tenga lugar antes de despachar ejecución, y con el único fin de determinar la legitimación en el proceso de ejecución cuando haya habido modificación de alguna de las partes identificadas como deudor o acreedor en el título. De tal modo que si la sucesión se plantea una vez despachada la ejecución, habrá de aplicar las normas generales de sucesión procesal, ex art. 16 LEC». Propone la resolución el siguiente mecanismo: hasta el despacho de ejecución rige el art. 540 LEC y si se produce el fallecimiento durante la vía de apremio, dirigimos la ejecución contra la herencia yacente conservando las medidas ejecutivas ordenadas y practicadas. En último lugar, cuando la parte ejecutante no conociere a los sucesores o éstos no pudieran ser localizados o no quisieran comparecer, la ejecución seguirá adelante (art. 16.3 LEC).

La segunda medida consistiría en el desistimiento del proceso de ejecución en trámite y la presentación de una nueva demanda contra los ejecutados que corresponda. Ello ni afecta a la tutela que se postula, ni a la cosa juzgada  (72) , tratándose exclusivamente de dirigir la acción contra quién realmente está obligado a la satisfacción de la deuda o del título ejecutivo. Además proporciona una respuesta ágil a todos aquellos supuestos de desplazamiento patrimonial (incluyendo la llamada «sucesión de empresas») en el seno de la ejecución y a cualquier otro fenómeno sucesorio.

Las dos fórmulas tienen inconvenientes. En la primera no queda claro si los herederos pueden oponerse a la ejecución en trámite en tanto la aceptación de la herencia implicaría la primacía de las normas del Código Civil sobre las de la Ley de Enjuiciamiento Civil. En la segunda, habría que analizar cómo podrían garantizarse las medidas ejecutivas practicadas y especialmente en el caso de embargo de bienes inmuebles.

2.4.  Requerimiento de pago

El requerimiento, en general, es un acto procesal de comunicación del Tribunal para ordenar, conforme a la ley, una conducta o inactividad y uno de los particulares del decreto de ejecución (art. 551.3.3.º LEC).

La finalidad del requerimiento de pago, no es la de garantizar los derechos del ejecutado durante el proceso de ejecución, sino auspiciar un cumplimiento voluntario a través del pago de la cantidad reclamada; pago que si tiene lugar en los términos del art. 583 LEC comporta la terminación de la ejecución. Desde una perspectiva estrictamente procedimental, es obvio que el requerimiento de pago, en los casos en que procede, es requisito del que se hace depender, en función de su resultado, el embargo de bienes del deudor y las demás actuaciones para su garantía y transformación a metálico (Mares Roger (73) ).

No se requerirá de pago al ejecutado cuando la demanda ejecutiva se funde en resoluciones del Secretario judicial, resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios alcanzados dentro del proceso, ni se practicará cuando se acompañe a la demanda ejecutiva acta notarial que acredite haberse requerido de pago al ejecutado con al menos diez días de antelación. En otro caso -demandas ejecutivas fundadas en títulos ejecutivos distintos a los anteriores a las que no se acompaña el acta notarial-, despachada la ejecución, se requerirá de pago al deudor.

El requerimiento se efectuará en el domicilio que figure en el título ejecutivo y, además, a solicitud del ejecutante, en cualquier lugar en el que el ejecutado pudiera ser hallado, incluso de forma accidental. Si no se encontrase al ejecutado en el domicilio que figure en el título ejecutivo, podrá practicarse el embargo si el ejecutante lo solicita, sin perjuicio de intentar de nuevo el requerimiento según lo dispuesto en la ley para los actos de comunicación. Para Mares Roger no hay inconveniente en la designación de varios de estos lugares, supuesto en el que el ejecutante deberá indicar el orden por el que, a su entender, podría realizarse con éxito el requerimiento de pago.

Ahora bien, a diferencia del autor, que pone reparos a una posible práctica simultánea, pues el art. 160.2 LEC sólo contempla esta posibilidad para la modalidad de remisión por correo certificado o medio similar, sin que nada se diga en el art. 161 LEC, no veo inconveniente en esa simultaneidad y más si tenemos en cuenta que en un alto porcentaje de ejecuciones, el requerimiento de pago se practica en domicilios distintos a los que figuran en los títulos ejecutivos  (74) .

Precisamente y, en otro sentido, no faltan autores que sostienen que no sería descabellado que por norma general se practicara por medio de correo, telegrama o cualquier otro medio técnico, a que se refiere el art. 152.1 LEC, y se concediera un pequeño plazo para su realización a similitud del notarial; de forma que si no se lleva a cabo, se pueda proceder al embargo de bienes, con lo que no sería necesario que la Comisión Judicial se constituyera en el domicilio del deudor. En consecuencia, tras la devolución del acuse de recibo y finalizado el plazo concedido, se podría decretar por el Juez o Tribunal el embargo de los bienes del deudor (Monteblanco Montesinos (75) ).

Como último medio, el art. 582  (76)  remite al art. 164 para la comunicación edictal, con la novedad que podrá ser sustituida, en los términos que reglamentariamente se determinen, por la utilización de medios telemáticos, informáticos o electrónicos, conforme a lo previsto en el art. 236 LOPJ. Presupuesto del requerimiento por edictos será el fracaso del intentado mediante la modalidad de entrega pero, siempre, una vez agotadas las averiguaciones del Tribunal sobre el domicilio del ejecutado (art. 156.4 LEC), incluida la comunicación con el Registro central de rebeldes civiles (art. 157.2 LEC), de estimarse necesaria.

Queda una última puntualización sobre el requerimiento. Los defectos que hayan podido cometerse quedarán sanados, y no será preciso anularlos dada la admonición del art. 166.2 LEC, que convalida aquellos actos «cuando la persona notificada, citada, emplazada o requerida se hubiese dado por enterada en el asunto y no denunciase la nulidad de la diligencia en su primer acto a comparecencia ante el Tribunal» (Auto AP GRANADA, Sección 3.ª, 13 de febrero del 2009  (77) ).

Si el ejecutado no paga en el acto del requerimiento, el Tribunal procederá al embargo de sus bienes en la medida suficiente para responder de la cantidad por la que se haya despachado ejecución y las costas de ésta. Si el ejecutado pagase en el acto del requerimiento o antes del despacho de la ejecución, se pondrá la cantidad a disposición del ejecutante, se entregará al ejecutado justificante del pago realizado y, en su caso, se dará por terminada la ejecución. No obstante serán a cargo del ejecutado las costas causadas salvo que justifique que, por causa que no le sea imputable, no pudo efectuar el pago antes que el acreedor promoviera la ejecución.

2.4.1.  Las costas en el caso de pago por el requerido (art. 583 LEC  (78) )

Señala el art. 583.2 LEC que, «aunque pague el deudor en el acto del requerimiento, serán de su cargo todas las costas causadas». Resulta con claridad del contenido de ese precepto, no sólo que una vez presentada la demanda ejecutiva el deudor ha de hacerse cargo de las costas procesales a que dé lugar el proceso de ejecución que con esa demanda se inicia, sino que, además, la generación de costas se produce a partir de la presentación de la demanda ejecutiva y no sólo a partir del despacho de ejecución propiamente dicho. Que ello es así se concluye también del contenido del art. 539.2 LEC, desprendiéndose de dicho precepto que, por regla general, tales costas son a cargo del ejecutado sin necesidad de expresa imposición, salvo las de aquellas actuaciones del proceso de ejecución para las que la propia Ley prevea expresamente pronunciamiento sobre costas (Auto AP CARTAGENA, Sección 5.ª, 15 de septiembre del 2009  (79) ).

La duda surge con la posibilidad de que el ejecutado pague antes del despacho de ejecución, que se recoge expresamente en el núm. 1 del art. 583 LEC, aunque no en el núm. 2. El interrogante se resuelve atendiendo al momento de presentación de la demanda puesto que, en otro caso, el ejecutante quedará expuesto al albur de la celeridad del órgano en el trámite de despacho de ejecución  (80) .

Continúa el art. 583.2 LEC con la siguiente excepción: «salvo que justifique -el ejecutado- que, por causa que no le sea imputable, no pudo efectuar el pago antes de que el acreedor promoviera la ejecución». Mares Roger (81)  sostiene que tanto la pretensión del ejecutado en el sentido de que no se le impongan las costas, como la resistencia del ejecutante a la misma, conforman un verdadero incidente en ejecución, necesitado de prueba, en la que se justifique dicha causa obstativa en su doble ámbito objetivo (que no pudo efectuar el pago antes de que el acreedor promoviera la ejecución), y subjetivo (por causa que no le sea imputable).

Un último comentario, la introducción del apartado 3 del art. 583 LEC (82)  no altera el régimen de las costas («de haberse devengado»), sino que acaba con otra de las omisiones de la ley respecto al término de la ejecución («el Secretario judicial dictará decreto dando por terminada la ejecución»).
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	 Ver Texto 




	 (29) 

	Auto AP TOLEDO, Sección 1.ª, 20 de febrero de 2007 (recurso 86/2006, ROJ: AAP 57/2007).


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Auto AP LEÓN, Sección 1.ª, 3 de abril del 2009 (Recurso 107/2008, ROJ: AAP LE 165/2009). En el mismo sentido Auto AP VALENCIA, Sección 7.ª, 25 de febrero del 2009 (Recurso 905/2008, ROJ: AAP V 86/2009) «A la vista de las alegaciones efectuadas por el ejecutado apelante, este Tribunal rechaza las relativas a la imposibilidad de cumplimiento en el plazo de 20 días previsto en el art. 548 LEC, ya que es exclusiva responsabilidad del condenado el efectuar el pago en el plazo de espera de 20 días que contempla dicho precepto, sin que tampoco efectuase ninguna gestión con la actora al respecto. En cuanto al pago del principal, resulta que lo efectuó, pero después de haberse interpuesto la demanda de ejecución, concretamente varios meses posteriores, y nada le impedía poner en conocimiento del Juzgado la consignación efectuada en fecha 5-4-2007, fecha en que todavía el Juzgado no había despachado ejecución. No puede olvidarse que si se hubiese despachado ejecución con mayor prontitud, hubiese resultado en dicho momento impagado el principal. Por ello el inicial despacho de ejecución era correcto, sin que procediese su nulidad, a salvo de la reducción del importe del mismo».


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Auto AP LAS PALMAS, Sección 3.ª, 14 de julio de 2008 (Recurso: 85/2008, ROJ: AAP GC 1389/2008).


	 Ver Texto 




	 (32) 

	A modo de ejemplo Auto AP BARCELONA, Sección 4.ª, 20 de enero de 2006 (Recurso: 605/2005, ROJ: AAP B 143/2006). La ejecución despachada tiene por objeto la exacción de costas devengadas en este proceso y el ejecutado se opuso porque los días 3 y 4 de noviembre de 2004 se notificaron respectivamente las tasaciones de las costas de apelación y primera instancia, y el 9 y 12 el actor instó las respectivas ejecuciones, sin respetar, dice, el plazo de 20 días del artículo citado. Por su parte, el demandado pone de relieve que efectivamente, se presentaron las dos demandas y el 9 de diciembre se pidió la acumulación de ambas. Posteriormente, el 22 de diciembre se dio traslado de la consignación por parte de la demandada del principal reclamado, instándose por la actora la entrega y la tasación de costas por haberse efectuado el pago fuera del plazo de los 20 días, acordándolo así el juez en la ejecución ahora impugnada. Las cantidades reclamadas fueron consignadas el 3 de diciembre, es decir, fuera del plazo de los 20 días señalado por el art. 548 LEC.
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	 (33) 

	Auto AP LAS PALMAS, Sección 5.ª, 25 de mayo de 2009 (Recurso: 400/2006, ROJ: AAP GC 1263/2009). «Como señala la AP de Asturias, auto núm. 12/2009 de 29 de enero de 2009, rec. 373/2008 para resolver la cuestión planteada en esta alzada hemos de partir como primera premisa que la constitución del depósito a que vienen obligadas las compañías aseguradoras que deseen recurrir la Sentencia condenatoria por imperativo del art. 449.3 LEC no puede ser equiparado a la consignación solutoria que como uno de los subrogados del cumplimiento se encuentra regulada en los arts. 1176 a 1181 CC. Buena prueba de que el repetido depósito no puede equipararse al cumplimiento de la obligación de pago es que ni su constitución puede impedir que el legitimado para ello acuda a solicitar la ejecución provisional de la Sentencia, como expresamente autoriza el art. 449.3 in fine LEC, ni la consignación de tales sumas puede paralizar el devengo de los correspondientes intereses que seguirá corriendo en tanto no tenga lugar definitivamente el pago liberatorio y extintivo de la obligación (como recuerda la SAP Oviedo, Secc. 4.ª de 31-12-2002). Se trata por el contrario del cumplimiento de una carga estrictamente procesal exigida por la Ley para la admisión a trámite del recurso de apelación y que, habida cuenta de la subsistencia de la obligación principal, no implica ni directa ni indirectamente una puesta a disposición del perjudicado del importe debido (en tal sentido la SAP Baleares, Secc. 3.ª de 15-12-2005). Llegados a este punto sólo cabe concluir que una vez haya ganado firmeza la Sentencia condenatoria será la compañía aseguradora quien deberá tomar la iniciativa de solicitar ante al Juzgado que proceda a entregar al demandante la suma que hasta ese momento se encontraba constituida en depósito, pues de no hacerlo así dentro del plazo de veinte días que prevé el art. 548 LEC como plazo de espera quedará abierta la posibilidad de acudir al proceso de ejecución y será el beneficiario de la condena quien tendrá el derecho de presentar la correspondiente demanda ejecutiva como única vía para el cobro de lo que le corresponde».
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	 (34) 

	Auto AP SEVILLA, Sección 5.ª, 24 de septiembre de 2008 (Recurso: 1570/2008, ROJ: AAP SE 2788/2008). «Visto el contenido de las alegaciones del recurrente y examinada la prueba documental aportada con su escrito de personación en el proceso de ejecución de fecha 4 de julio de 2007, ha de reconocerse que al impugnante le asiste la razón y el derecho, y debe acogerse su recurso, dejando sin efecto la tasación de costas practicada. La aseguradora ejecutada ha acreditado su buena fe y su voluntad de pago. El burofax remitido al perjudicado el 1 de junio de 2007 (ocho días después de que se le notificase el Auto ejecutivo, y veinte días antes de que se le notificase el Auto despachando ejecución), ofreciéndole el pago de la cantidad indemnizatoria fijada en el Auto del Juzgado de Instrucción, constituye una manifestación expresa, concluyente e inequívoca de su voluntad de cumplimiento. La precipitada demanda formulada por el Sr. Federico, sin tan siquiera solicitar previamente a la aseguradora el pago de la indemnización fijada en el Título, impidió a la misma el cumplimiento voluntario, cuando ha quedado acreditado que la aseguradora le hubiese satisfecho la indemnización de inmediato, ya que aun sin mediar tal petición del acreedor, fue la aseguradora quien por iniciativa propia se dirigió al mismo ofreciéndole el pago».


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Auto AP CÁDIZ, Sección 8.ª, 27 de junio de 2007 (Recurso: 113/2007, ROJ: AAP 662/2007).


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Auto AP MURCIA, Sección 5.ª, 4 de julio de 2006 (Recurso: 149/2006, ROJ: AAP 348/2006).


	 Ver Texto 




	 (37) 

	Recuérdese lo expuesto sobre el juicio cambiario en el epígrafe 1.1.1.2 de este Capítulo: «Unos apuntes sobre la extralimitación en la creación de títulos ejecutivos».


	 Ver Texto 




	 (38) 

	Auto AP LAS PALMAS, Sección 5.ª, 10 de octubre de 2008 (Recurso: 99/2008, ROJ: AAP GC 1622/2008).


	 Ver Texto 




	 (39) 

	Auto AP BARCELONA, Sección 4.ª, 20 de noviembre de 2008 (Recurso: 706/2007, ROJ: AAP B 6986/2008).


	 Ver Texto 




	 (40) 

	Y sigue leyéndose en esa resolución «La STS de 31 de julio de 2000 señala que la caducidad ha de entenderse como la decadencia de derechos que surge cuando la Ley señala un plazo fijo para la duración de un derecho, de tal modo que transcurrido no puede ser ya esgrimido, y que, con el fin de evitar la inseguridad jurídica, ha de contemplarse dicha caducidad desde el punto de vista del dato derivado del no ejercicio de un derecho por su titular dentro del plazo marcado por la norma». «Pero además un aspecto esencial de la referida institución de la caducidad es el de su no posible interrupción, y es esta nota la que la diferencia de la prescripción, y así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Sala, que ha configurado la caducidad con una naturaleza que se deriva de no ser posible su interrupción, salvo en el caso concreto de la formalización de un acto de conciliación (SS 25 de junio de 1962, 22 de mayo de 1965, 23 de diciembre de 1983, 27 de diciembre de 1992 y 10 de noviembre de 1994, entre otras)».
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	 (41) 

	Auto AP CASTELLÓN, Sección 3.ª, 17 de junio de 2009 (Recurso 171/2009, ROJ: AAP CS 411/2009).
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	 (42) 

	Auto AP ALMERÍA, Sección 3.ª, 14 de octubre 2008 (Recurso: 196/2007, ROJ: AAP AL 443/2008). En el mismo sentido dice el Auto AP LÉRIDA, Sección 2.ª, 28 de junio de 2006 (Recurso: 144/2006, ROJ: AAP 405/2006): Atendiendo al principio general de irretroactividad de las leyes que establece el art. 2.3 CC y dado el carácter irretroactivo de la nueva LEC, ha de entenderse que el plazo de cinco años previsto en el art. 518 empezará a contar desde la fecha de la firmeza de la sentencia, cuando ésta se hubiera dictado tras la entrada en vigor de la nueva LEC. Y cuando se trate de una sentencia firme dictada con anterioridad a su vigencia, aquél plazo únicamente podrá computarse tomando como dies a quo el de la entrada en vigor de la nueva LEC, pues de lo contrario se estaría aplicando retroactivamente el precepto de continua referencia, art. 518, sin que tal aplicación retroactiva esté amparada por las disposiciones de derecho transitorio. «Por tanto, siendo que la LEC 1/2000 entró en vigor el 8 de enero de 2001, trascurrido un año desde su publicación del BOE (8-1-2000) según establece la Disposición Final Vigésimo primera, y que la demanda de ejecución se presentó el 5 de enero de 2006, ha de concluirse que, no habiendo transcurrido el lapso temporal de cinco años cuando los ahora recurrentes instaron la ejecución de la sentencia, no cabe apreciar la caducidad de la acción ejecutiva».
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	 (43) 

	Achón Bruñén (2008).
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	 (44) 

	Auto AP LAS PALMAS, Sección 3.ª, 15 de octubre de 2007 (Recurso: 384/2007, ROJ: AAP 1505/2007).
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	 (45) 

	Dice el Auto AP LOGROÑO, Sección 1.ª, 11 de septiembre de 2008 (Recurso: 76/2008, ROJ: AAP LO 173/2008): «cabe poner de manifiesto cómo las distintas Audiencias Provinciales han señalado además una restricción más en la aplicación del art. 518 LEC a supuestos como el presente en el que se trata de una sentencia en el marco de procesos de familia y matrimoniales en los que no se condena al pago de una cantidad determinada y cierta, sino que impone el cumplimiento de una obligación periódica, de tracto sucesivo, con vencimientos periódicos, y temporalmente indefinida: pago de pensión compensatoria o de alimentos. Se ha advertido de que en estos casos no puede aplicarse automática e indiscriminadamente dicho precepto; y así se señala que el plazo de caducidad de cinco años para el ejercicio de la acción ejecutiva reclamando cantidades debidas debe computarse desde el concreto momento en que se devenga y debe hacerse efectiva cada cantidad periódica y se ha impagado».


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Auto AP ZAMORA, Sección 1.ª, 9 de junio de 2008 (Recurso: 342/2007, ROJ: AAP ZA 45/2008).


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Auto AP CÁDIZ, Sección: 5.ª, 8 de enero de 2008 (Recurso: 639/2007, ROJ: AAP 273/2008) y, en el mismo sentido, Auto AP SANTA CRUZ TENERIFE, Sección 1.ª, 2 de marzo de 2009 (Recurso: 680/2008, ROJ: AAP TF 734/2009): «Consiguientemente, para que una acción caduque tiene que existir antes la posibilidad de su ejercicio por su titular por cumplirse el presupuesto necesario de que el obligado ha incumplido, y procede, consecuentemente, el ejercicio de la acción ejecutiva para el cumplimiento forzoso de la obligación y, evidentemente, mientras cumple el deudor de alimentos condenado, se carece de dicha acción, por lo que si la misma nace y se origina cuando se da el incumplimiento, es claro que el dies a quo para el computo de la caducidad debe comenzar cuando se da la posibilidad del ejercicio de acción ejecutiva con éxito. Consecuentemente, el punto determinante del cómputo debe de establecerse a partir del impago de la mensualidad correspondiente, incumplimiento del deudor alimentante que al posibilitar el ejercicio de la acción ejecutiva para el cumplimiento forzoso, es el que precisa y fija la fecha para el comienzo del computo de los cinco años».
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	 (48) 

	Auto AP BARCELONA, Sección 13.ª, 15 de julio de 2009 (Recurso: 803/2008, ROJ: AAP B 5218/2009) y en el mismo sentido Auto AP BARCELONA, Sección 13.ª, 22 de mayo de 2009 (Recurso: 567/2008, ROJ: AAP B 3183/2009) «Partiendo de la doctrina expuesta, y teniendo en consideración que en los arts. 241 a 246 LEC, que regulan la tasación de costas (preceptos que no se encuentran incluidos en el Libro III de la ejecución forzosa) ninguna previsión contemplan acerca del período en que se ha de ejercitar la solicitud de práctica de la tasación de costas, se llega a la conclusión de que, no existiendo un plazo especial, han de aplicarse las normas generales sobre prescripción (téngase en cuenta que nada impide reclamar el crédito derivado de la condena en costas a través del declarativo correspondiente), es decir, los arts. 1964 y 1971 CC, por lo que, en el supuesto de autos, no puede considerarse el derecho del recurrente a instar la práctica de la tasación de costas, caducado». Y la Sentencia AP MADRID, Sección 10.ª, 1 de julio del 2009 (Recurso 392/2009, ROJ: SAP M 6955/2009) «El recurso ha de tener acogida favorable en esta alzada por la propia argumentación que le sirve de basamento, máxime cuando es constante jurisprudencia la que proclama que la reclamación de las costas procesales no se refiere a unos honorarios profesionales a pagar por el cliente sino a un crédito del litigante vencedor contra el litigante vencido y condenado a su pago por la sentencia judicial, por lo que habrá de regir el plazo de prescripción de 15 años de las acciones personales, (por todas, SSTS de 20-12-2002 y todas las citadas en la misma), sin que resulte de aplicación el plazo de cinco años fijado para las acciones ejecutivas por el art. 518 LEC, pues, como señala STS de 16-3-2009, no se trata aquí de una acción de ejecución, que procedería respecto del auto de aprobación de la tasación de costas fijando la cantidad líquida exigible».
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	 (49) 

	Sentencia AP CASTELLÓN, Sección 3.ª, 29 de mayo de 2009 (Recurso: 31/2009, ROJ: SAP CS 451/2009).


	 Ver Texto 




	 (50) 

	Auto AP CASTELLÓN, Sección 1.ª, 15 de julio de 2009 (Recurso: 45/2009, ROJ: AAP CS 425/2009).


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Art. 545.4 LEC. «En todos los supuestos reseñados en los apartados que anteceden corresponderá al Secretario judicial la concreción de los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución, la adopción de todas las medidas necesarias para la efectividad del despacho, ordenando los medios de averiguación patrimonial que fueran necesarios conforme a lo establecido en los arts. 589 y 590 de esta ley, así como las medidas ejecutivas concretas que procedan».
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	 (52) 

	Auto AP, VALLADOLID, Sección 1.ª,15 de mayo de 2009 (Recurso: 71/2009, ROJ: AAP VA 269/2009) «En las presentes actuaciones ejecutivas fue despachada ejecución contra D. Jose Antonio con fecha 27 de noviembre de 2007 por una cantidad líquida -27.353,90 de principal y 8.206,17 de intereses y costas de ejecución-, correspondientes a las rentas impagadas del período 2005/2006, contribución territorial rústica del año 2006, cantidades pendientes a julio de 2006 y período julio 2006 a octubre 2007, habiendo sido también objeto de la condena en su día impuesta -sentencia de fecha 22 de junio de 2007 -, "los demás gastos a su cargo por cada mes que se demore a contar desde el 31 de enero de 2007 en el abandono de la finca hasta la total puesta a disposición de los actores". La Juzgadora a quo rechaza la pretensión de que la ejecución así despachada pueda ser ampliada para que se incluyan en ella las cantidades correspondientes a las facturas que han tenido que abonar los ejecutantes, y relativas a las sumas no satisfechas en su día a IBERDROLA por el ejecutado en los meses de agosto, septiembre y octubre de 2005, aduciendo para ello que estas cantidades no están amparadas por la sentencia firme de cuya ejecución se trata, dado que esta solo amparaba aquéllos otros gastos no reclamados en la demanda y que se hubieren generado por el sr. Jose Antonio a partir del día 31 de enero de 2007 y hasta su definitiva entrega a los propietarios». La Audiencia confirmó la resolución del juzgado.
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	 (53) 

	Auto AP SALAMANCA, Sección 1.ª,20 de abril de 2007 (Recurso: 162/2007, ROJ: AAP 4/2007).


	 Ver Texto 




	 (54) 

	Auto AP CIUDAD REAL, Sección 1.ª, 13 de junio de 2008 (Recurso: 53/2008, ROJ: AAP CR 596/2008).


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Auto AP MADRID, Sección 24.ª, 23 de enero de 2008 (Recurso: 1011/2007, ROJ: AAP 476/2008).


	 Ver Texto 




	 (56) 

	Auto AP PALMA MALLORCA, Sección 3.ª, 11 de enero de 2007 (Recurso 635/2006, ROJ: AAP 23/2007).


	 Ver Texto 




	 (57) 

	En ese sentido vide Auto AP SEVILLA, Sección 5.ª, 11 de diciembre de 2008 (Recurso 635/2006, ROJ: AAP SE 3396/2008). «Y es que cada pagaré es un título valor con sustantividad propia, distinto de los demás, con un carácter abstracto, desligado de la relación causal que le sirve de fundamento, y aquéllos respecto de los que se pide la ampliación de la ejecución no fueron objeto del correspondiente juicio cambiario que les diera fuerza ejecutiva, a diferencia de aquél respecto del que si se despachó la ejecución. Aquí no ha vencido ningún plazo de la obligación en cuya virtud se procede, amparado por el mismo título ejecutivo, sino que se trata de obligaciones distintas, respecto de las que no procede la ejecución sin que, previamente, se haya reconocido fuerza ejecutiva a los correspondientes efectos a los que se encuentran incorporadas».
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	 (58) 

	En algún caso la legitimación activa y pasiva se confunden. Dice el Auto AP BARCELONA, Sección 14.ª, 23 de octubre de 2008 (Recurso 863/2007, ROJ: AAP B 6511/2008) «En efecto, como ya ha tenido ocasión de decir esta Audiencia Provincial (Sentencia de la Sección 19 de 6 de junio de 2007 -ROJ: AAP B6919/2007-), con apoyo en las sentencias del Tribunal Constitucional de 2 de octubre de 2002 y 18 de enero de 1985y también reconoce la sentencia de la Audiencia Provincial de Bizkaia (Sección 3.ª) de 26 de diciembre de 2007, aunque según el art. 538 LEC la legitimación para instar la ejecución habitualmente corresponde al acreedor, ello no supone la exclusión de reconocer legitimación incluso al condenado que tenga un interés legítimo, siempre que los actos de ejecución solicitados sean conformes con la naturaleza y contenido del título».
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	Ramos Méndez (2008; páginas 156 y ss.).


	 Ver Texto 




	 (60) 

	Dice el Auto AP BARCELONA, Sección 16.ª, 17 de diciembre de 2004, que buen ejemplo de las reservas con que contempla la Ley de Enjuiciamiento Civil las diversas hipótesis reguladoras de la extensión de la responsabilidad ejecutiva a personas distintas de la mencionadas en el título que se ejecuta, lo hallamos en los arts. 540 a 544 de ese cuerpo legal, por lo que la responsabilidad personal de un sujeto distinto del que aparece como deudor en el título ejecutivo -judicial, en este caso- ha de basarse en una «disposición legal» que así lo establezca y, además, que la consecuencia jurídica establecida por ese precepto legal quepa inferirla del tenor de los documentos que se acompañan a la demanda ejecutiva. Premisas que llevan a dos interesantes conclusiones: (a) la fórmula empleada por el art. 538.2, 2.º LEC ha de conciliarse con las exigencias de la tutela judicial efectiva y (b) ni la responsabilidad personal de los administradores de las sociedades mercantiles (arts. 120 CC, 133 LSA y 69 LSRL) ni, menos todavía, la responsabilidad de esas mismas personas fundada en la doctrina del levantamiento del velo pueden ser incorporadas inopinadamente en un proceso ejecutivo, ya sea a su comienzo o en plena tramitación del mismo (AUTO AP BARCELONA, Sección 16.ª, 17 de diciembre de 2004 núm. 200/2004, recurso 542/2004).
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	Auto AP CÁDIZ, Sección 5.ª, 29 de junio de 2007 (Recurso: 136/2007, ROJ: AAP 629/2007).
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	 (62) 

	
Montero Aroca y Flors Maties (2004, epígrafe 1394).

65) Barbancho Tovillas (1996; págs 128 a 134).
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	Montero Aroca y Flors Maties (2004, epígrafe 1394).
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	El Auto AP MADRID, Sección 14.ª, 26 de julio de 2005 (Recurso 577/2004, ROJ: AAP M 7035/2005) declara la nulidad del despacho de ejecución contra un ejecutado, así como del embargo de la parte indivisa del bien inmueble de su propiedad y, ordena continuar la ejecución únicamente contra otro ejecutado, al no poder tener el primero la condición de parte ejecutada y haberse decretado la ejecución y los actos concretos de ejecución dirigidos contra el mismo prescindiendo de normas esenciales del procedimiento, con vulneración de los derechos de audiencia, defensa y prueba, produciendo con ello indefensión, aparte de haberse proveído en contradicción con el título ejecutivo. La ejecución se dirigió contra el socio de una sociedad irregular y posteriormente contra otro socio de la sociedad irregular. El título judicial ejecutado era una sentencia firme en la que el condenado al pago de la indemnización fue exclusivamente el primer ejecutado, por más que se añadiera su condición de comunero de la sociedad irregular, y no ésta misma (antes considerada como comunidad de bienes), sin personalidad jurídica propia, o el segundo ejecutado.
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	Comenta Ortiz Navacerrada: «Lástima es que la nueva LEC no haya introducido también previsiones expresas frente a los abusos de la personalidad jurídica que con tanta frecuencia se detectan en la creación y circulación de títulos ejecutivos de procedencia extrajurisdiccional, asumiendo la consolidada doctrina jurisprudencial sobre levantamiento del velo que cubre a la persona jurídica» (Ortiz Navacerrada; 2000, pág. 57).
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	 (66) 

	Manifiesta Bodas Martín que en la jurisdicción social es doctrina pacífica que tanto las comunidades de bienes (arts. 392 y ss. CC) como las sociedades civiles irregulares (art. 1669 CC) pueden ser demandadas sin necesidad de hacerlo con los comuneros y los socios, pues la responsabilidad solidaria de unos y otros implica que pueda seguirse la ejecución frente a ellos, no tratándose propiamente de una extensión de la ejecución en el mismo proceso ejecutivo, por cuanto la condena de la comunidad o la sociedad implica directamente la condena individual de sus miembros (Bodas Martín; 1999, págs. 381 a 383).
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	 (67) 

	Senés Motilla recoge un segundo supuesto que en nada altera lo dicho. Reconoce la autora que en las condenas genéricas a favor de los consumidores (art. 221.1.ª.II LEC) el título ejecutivo (la sentencia) es el que legitima al interesado para instar el reconocimiento judicial y el despacho de la ejecución, pues no en vano, la resolución judicial (auto) que accede al mismo deberá atenerse a los «datos, características y requisitos establecidos en la sentencia» (Senés Motilla; 2000, pág. 70).
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	Barbancho Tovillas (2000; págs. 270 y 271).
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	Bodas Martín (1999; pág. 371).
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	Auto AP MADRID, Sección 25.ª, de 24 de junio de 2003, núm. 111/2003, recurso 713/2001, Ponente: Moya Hurtado, Francisco. En el mismo sentido Auto AP, MADRID Sección 11.ª 30 de mayo del 2007 (Recurso: 249/2006, ROJ: AAP 7233/2007) «Y tampoco puede tener acomodo tal pretensión ampliatoria en la previsión legal contenida en el art. 540.1 del mismo texto legal por cuanto, de su dicción, en relación con lo previsto en el mismo art. 540 apartado 2 y 3, se infiere, en interpretación de las normas conforme a lo previsto en el art. 3.1 del Código Civil, que para que proceda el despacho de ejecución frente al que se acredite que es el sucesor de quien en el título aparezca como ejecutado se requiere, previamente, la acreditación de la sucesión a los efectos de despachar ejecución para lo que "habrán de presentarse al Tribunal los documentos fehacientes en que aquélla conste" (art. 540.2 LEC), es decir, que previamente al despacho de ejecución contra persona distinta a la que figura como ejecutado en el título es necesario acreditar la sucesión, bien por actos inter vivos, bien por actos mortis causa, lo que en ningún caso se ha llevado a cabo en el presente litigio y por ello ha de reiterarse la improcedencia de tener por efectuada una sucesión procesal, carente de todo viso de legalidad, en este momento del proceso en el que con base en una ampliación subjetiva de la ejecución se pretende por el ejecutante alterar la composición subjetiva, con el objetivo de asegurar la efectividad en el pago de las costas de un procedimiento en el que inicialmente se había demandado a personas fallecidas, en lugar de dirigir la demanda frente a posibles o ignorados sucesores. En este sentido la Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 8 marzo 2005».
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	 (71) 

	Auto AP SALAMANCA, Sección 1.ª, 27 de enero de 2009 (Recurso: 415/2008, ROJ: AAP SA 2/2009).


	 Ver Texto 




	 (72) 

	El archivo no sienta «cosa juzgada» alguna, ya que no puede hablarse de cosa juzgada cuando nada se está juzgando sino que se está ejecutando lo juzgado con aquella autoridad, ni consta que hubiera una transacción aprobada judicialmente sobre el objeto de la condena judicial (arts. 1815 y 1816 CC) para entender terminada la ejecución a satisfacción del ejecutante con autoridad de cosa juzgada. (Auto AP BARCELONA, Sección 14.ª, 14 de octubre de 2004, núm. 150/2004, recurso 396/2004).
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	 (73) 

	Mares Roger (2001).


	 Ver Texto 




	 (74) 

	A modo de ejemplo de lo que se afirma y sucede en la práctica basta, por todos, el Auto AP BALEARES, Sección 5.ª, 22 de junio de 2009, núm. 137/2009, recurso 147/2009 «La ejecutada fue requerida de pago por el Juzgado en el domicilio según préstamo e INE a 16-5-08, tras averiguar el domicilio laboral a 23-6-08, previo intento de la entidad ejecutante en el domicilio señalado por ella en el título, sin que recogiera el telegrama, ni comunicara el cambio de domicilio, como ya se advertía en el propio contrato, a 8 de enero de 2008 (f. 22), y además aporta otros dos domicilios que tampoco constan notificados a la entidad bancaria; resultando negativo el primero a efectos de notificación previa, y que era el que figura en el título ejecutivo (art. 582 LEC)».
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	 (75) 

	Justifica esta opinión en que de la interpretación del art. 582 LEC por el que se establece que el requerimiento de pago se efectuará en el domicilio que figure en el título ejecutivo, en ningún caso se puede establecer como prioritario el traslado de la Comisión Judicial al propio domicilio del deudor, pues éste se puede realizar en las formas señaladas anteriormente, manteniendo que en ningún momento se puede considerar como perjuicio en los derechos del demandante. Sin embargo, parece mayoritaria la posición de los que en la práctica forense son partidarios de practicar dicha diligencia mediante la constitución de la Comisión Judicial en el domicilio del deudor para la realización del requerimiento de pago y embargo con un acto unísono (MonteblancoMontesinos, 2003).
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	 (76) 

	En el supuesto de haberse llevado a cabo el embargo de conformidad con lo dispuesto en el art. 582 LEC cuando concurran los presupuestos establecidos en el mismo, es necesario el posterior requerimiento al ejecutado siguiendo las normas establecidas para los actos de comunicación. En consecuencia, no existiría impedimento para realizarlo por medio de correo, telegrama u otros medios semejantes de tal forma que esté garantizada la autenticidad de la comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción integra y del momento en que se hicieron, los actos de comunicación; siendo, por tanto, posible que en éstos casos la recepción se produzca por persona diferente al deudor (Monteblanco Montesinos, 2003).
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	 (77) 

	Auto AP GRANADA, Sección 3.ª, 13 de febrero del 2009 (Recurso: 676/2008, ROJ: AAP GR 42/2009).


	 Ver Texto 




	 (78) 

	Se trata también el art. 583 LEC en el Capítulo 14, epígrafe IV.2. «Regla general y excepciones».
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	 (79) 

	Auto AP MURCIA, Sección 5.ª, 15 de septiembre del 2009 (Recurso: 229/2009, ROJ: AAP MU 462/2009).
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	 (80) 

	Auto AP, CIUDAD REAL, Sección 2.ª, 3 de junio del 2008 (Recurso: 417/2007 ROJ: AAP CR 84/2008). Podemos decir que existe jurisprudencia contradictoria, en orden a la terminación del proceso y pago de costas, pues así, mientas que una corriente doctrinal sostiene que con anterioridad al requerimiento de pago no se ha llegado a establecer aún, en realidad, la relación jurídica procesal entre las partes, deduciéndolo «a sensu contrario» del art. 583.2 (antes 1445 párrafo 1.º) y de lo que infiere, pues, que si paga antes no serán de su cargo las mismas, ya que lo cierto es que hasta ese momento desconoce que se ha instando contra el mismo demanda ejecutiva (así SAP de Castellón 28-10-92; AP Alicante 2-4-96; 9-7-97) entendiendo por ende que los efectos enervatorios del pago producido con anterioridad afectare también a las costas que se hayan podido originar (en este mismo sentido la STS de 3 de junio de 1997 establece que extinguidas por el pago la obligación que sirve de fundamento del juicio ejecutivo, son contrarias a derecho las actuaciones posteriores que a instancia del ejecutante se hubieren practicado); en cambio, por el contrario, como veníamos diciendo, otra corriente doctrinal considera que el pago del principal durante la tramitación del procedimiento ejecutivo, no lleva consigo la suspensión de éste, pues una vez presentada la demanda ejecutiva, únicamente puede darse por terminado el juicio, cuando el deudor pague no sólo el principal sino también los intereses y las costas (así SAP Lugo 6-2-1995; SSTS 26-9-1989 y 10-12-1991) estimando esta doctrina, pues, que la única interpretación razonable del mentado precepto es la de considerar de cuenta del deudor las costas que se originen al acreedor ejecutante como consecuencia de haber tenido éste que acudir a la vía judicial ejecutiva al no haber hecho efectivo el crédito el deudor, y ello con independencia de que el deudor llegue o no a ser requerido de pago, ya que su obligación nace, no de la interpelación judicial, sino del incumplimiento precedente de la obligación, ocasionando al ejecutante unos gastos para poder obtener el cobro de lo debido, al haberse visto obligado acudir a la vía judicial, que deben ser de cuenta del deudor moroso, de conformidad no solo con las normas procesales y sustantivas que rigen la materia de costas, sino también con el principio general del derecho de obligaciones que impone al deudor el deber de indemnizar al acreedor todos los daños y perjuicios que el incumplimiento o impago le han ocasionado.
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	 (81) 

	Mares Roger (2001).


	 Ver Texto 
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	Art. 583.3 LEC «Satisfechos intereses y costas, de haberse devengado, el Secretario judicial dictará decreto dando por terminada la ejecución».
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